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Resumen 
La presente investigación tiene por objeto demostrar que el derecho a la defensa se 
encuentra afectando mediante el proceso especial que sanciona el delito de 
conducción en estado de ebriedad en el distrito judicial de Huancayo — Junín durante 
el año 2016. Se trata de la afectación del derecho a la defensa eficaz, en el que la 
idea de defensa del imputado corresponde entenderla como ese derecho de 
defenderse a sí mismo como al derecho que le asista un abogado de su libre 
elección, con la finalidad de garantizar el derecho de un juicio justo. 
Los alcances de la presente investigación, nos permiten sostener que la 
defensa es un derecho fundamental que se proyecta en una doble vertiente, tanto 
como principio de interdicción en caso exista indefensión, y como principio de 
contradicción de los actos procesales que pudieran repercutir en la situación jurídica 
del imputado, lo que se manifiesta en la posibilidad de ejercer una defensa adecuada 
y eficaz, que permita obtener evidencias y medios probatorios durante la 
investigación a favor del imputado, lo que según se ha demostrado se encuentra 
imposibilitado en el proceso especial por la comisión del delito de conducción en 
estado de ebriedad. 
Finalmente, la muestra que respalda nuestro estudio, comprende la opinión de 
seis abogados con destacada experiencia del distrito judicial de Junín. 
Palabras claves: Defensa, conducción, juicio, justicia, tiempo. 
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ABSTRACT 
The purpose of the present investigation is to demonstrate that the right to defense is 
being affected by the special process that punishes the ()fíense of driving whiie 
intoxicated in the judicial district of Junín during the year 2016. This concerns the right 
to Effective defense, in which the idea of defense of the accused corresponds to 
understand it as that right to defend itself as to the right to be assísted by a lawyer of 
his free choice, with the purpose of guaranteeing the right to a fair trial. 
The scope of the present investigation allows us to maintain that defense is a 
fundamental right that is projected in a double aspect, as well as a principie of 
interdiction in case there is no defense, and as a principie of contradiction of 
procedural acts that could have repercussions on the situation Of the accused, which 
is manifested in the possibility of exercising an adequate and effective defense, which 
allows to obtain evidence and probative means during the investigation in favor of the 
accused, which is proven impossible in the special process by the commission of the 
Driving offense while intoxicated. 
Fínally, the sampie that supports our study, íncludes the opinion of forty judges 
of the judicial district of Junín. 




En cuanto a los antecedentes de estudio de la presente investigación, se han 
ubicado las siguientes tesis y trabajos de investigación, según se mencionan a 
continuación: 
Antecedentes Internacionales 
Beltrán (2007) en su investigación propone: 
El derecho de defensa se manifiesta no solo en las leyes de los 
ordenamientos internos del ámbito mundial y regional, abordando 
que el imputado tiene derecho a ejercer su propia defensa y a ser 
asistido legalmente por una defensa técnica, contando con los 
siguientes derechos: elección de su letrado defensor, en su caso, el 
derecho a nombrarse el patrocinio de un abogado defensor de oficio 
que el Estado ofrece, el derecho a conferenciar libre y 
confidencialmente con su abogado, pero determinándose que esta 
defensa cuente al menos con la experiencia del letrado, que sea 
competente y eficaz en su teoría de caso; asimismo se detalla entre 
otros derechos que el abogado defensor pueda tener acceso al 
material de la corte para poder obtener una defensa eficaz, así 
mismo de los privilegios e inmunidades de los letrados para así 
garantizar el principio de igualdad de armas entre las partes del 
proceso penal. (pp. 76-78). 
La presente investigación nos permite considerar que toda persona, en 
ejercicio de la libertad que le fue conferida, tiene derecho a elegir a su abogado 
o que el Estado le asigne uno, para que exista un juicio justo, estableciendo 
desde la antigüedad, que esta garantía existe para lograr un equilibrio entre los 
intereses del imputado con los de la sociedad; por tanto, el derecho a la 
defensa de un modo esgrime un atributo fundamental de una persona, 
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encontrándose una estrecha relación incluso con la propia condición del ser 
humano. 
Sánchez (2014): 
El conflicto que se plantea en cuanto a los instrumentos del derecho 
de defensa: La aplicación del principio de contradicción a lo largo del 
proceso, evidentemente, no se desarrolla de igual forma, en todas y 
cada una de las etapas del proceso penal, en ocasiones, la propia 
dinámica de las actuaciones investigadoras impedirá la articulación 
de una contradicción continua en su práctica. El derecho a ser 
informado al imputado se adecúa en función de la etapa procesal 
concreta por la que atraviesa la investigación y enjuiciamiento del 
delito. El derecho a no declarar en su contra y a no confesarse 
culpable se manifiesta en la libre disposición del acto de declarar, 
mostrando su anuencia a responder determinadas preguntas y la 
negativa a responder otras. El derecho a la asistencia letrada, junto 
al carácter de derecho fundamental que asiste a las partes 
procesales, puede constituir también una exigencia estructural del 
proceso y una garantía del correcto desenvolvimiento del juicio. De 
otro lado, la justicia gratuita, salvaguarda los derechos del presunto 
imputado, concediéndole efectividad a la designación letrada, 
otorgando el tiempo necesario para que se tome conocimiento para 
que se pueda preparar una adecuada defensa. (p. 381). 
La investigación descrita resalta que en el conflicto penal resulta muy 
importante el ejercicio del derecho de defensa; principalmente, la libre 
comunicación del abogado defensor con su defendido, el de la inviolabilidad 
de su correspondencia con el imputado y los documentos que este le entregue 
para la defensa. Asimismo, ante la acusación de la comisión de algún delito, el 
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imputado tiene el derecho que se le presuma su inocencia en tanto no se 
demuestre su culpabilidad y previo juicio público, en el que se le haya 
asegurado todas las garantías necesarias de un debido proceso para su 
defensa. 
Ostornol (2010): 
En la presente investigación se buscó determinar si el derecho a la 
defensa y al debido proceso fue respetado durante la aplicación de 
medidas disciplinarias, en la fase de ejecución de sanciones a los 
adultos condenados a penas privativas de libertad en Chile. Para 
este efecto, el marco teórico se construyó a partir del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y normativa nacional 
referente al sistema penitenciario, siendo analizado en función de la 
práctica, en particular, las medidas disciplinarias aplicadas en Chile, 
solicitando información sobre los procedimientos de aplicación de 
sanciones disciplinarias en dos centros penitenciarios de la Región 
Metropolitana, esto es, el Centro de Detención Preventiva Santiago 
Sur y el Centro de Orientación Femenina, revelando que en el 
procedimiento y aplicación de sanciones administrativas se han 
presentado una serie de falencias, tanto a nivel normativo como 
práctico, en relación a las obligaciones internacionales contraídas por 
Chile. (p. 97) 
Con esta investigación se intenta contribuir a erradicar las incongruencias del 
sistema penitenciario, se busca que esta tesis haga reflexionar y sea una base 
para la modificación del actual sistema de medidas disciplinarias así como el 
mejoramiento de estándares tanto de derechos humanos como procesales, ya 
que estas medidas también tienen por objetivo la rehabilitación y reinserción de 
personas sentenciados a penas privativas de libertad 
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Ruiz (2013): 
La problemática social en las vías de seguridad vial es muy esencial, 
esta área en lo particular por el impacto masivo se ve una 
criminalidad en los diversos accidentes de tránsito, y muchas veces 
en la mayoría de los casos resulta ambiguo identificar quien es el 
autor y quien la victima de este delito a veces para intentar contra 
restar el fenómeno que no solo abarca el ámbito administrativo que 
contempla parte de responsabilidad a los que conducen los vehículos 
por cometer infracciones a las leyes de tránsito, así también a las 
más graves, en las que tiene que intervenir el Derecho penal. Sin 
importar el rol que esté cumpliendo o desempeñando el ente 
sancionador, la intervención del Derecho penal es reciente y 
necesaria para mejorar la seguridad vial en la sociedad, esto nos 
lleva como resultado básico en cuanto como se está manejando el 
sistema jurídico y las graves daños, vulneraciones a la seguridad de 
las personas; si desde una vista retrospectiva desde épocas antiguas 
se ve viendo estos falencias que perjudican a la sociedad, como 
claro ejemplo tenemos las señalizaciones, el diseño de todas vías de 
carretera, la mala iluminación, el conducir en estado de ebriedad, las 
normas carentes de un buen control de licencias entre otras, que 
siempre han estado día a día con nosotros desde hace más de 
cientos de años y si no se da un orden se verá en el futuro que nos 
espera con muchas sorpresas en el camino a nuestras generaciones. 
(p.54). 
La investigación nos permite atender que en nuestros tiempos a veces se 
nos es difícil reconocer que la práctica de conducir en estado de ebriedad se 
hizo una práctica común, que el Estado está pendiente a resolver, y más es la 




La manera de mejorar el ordenamiento jurídico y más aún si en la 
actualidad encontramos un gran número de presos de bajos recursos 
económicos, nos debe llevar a advertir que la legislación penal está 
orientada en su parte adjetiva, a que los que operan el sistema 
fueron subsumidos profundamente del sistema inquisitivo, el cual 
impide diferenciar todas las posibles vulneraciones al debido proceso 
y la garantía procesal de derecho de defensa. La justicia que 
direcciona a todo el ordenamiento de un Estado de derecho y más 
aun a los operadores del derecho, se halla en un pilar que trabaja y 
mueve el trabajo en la parte jurídica como social, desde las.  aulas se 
ha oído la idea por parte de muchos docentes que la lucha por 
alcanzar la justicia es un camino estrecho y uno como abogado tiene 
el juramento, como ciudadano en protección de su patria y después 
a los sujetos de derecho, siempre convencidos que uno debe ser y 
hacer un aporte con todo lo que hiciere, mas no una piedra de 
tropiezo más para de algún modo mejorar el sistema en Perú, 
entendiéndose que el cumplir con el rol que la patria le confió, a los 
operadores, auxiliares del derecho e instituciones del sistema 
jurídico, se tendrá éxito en la visión de formar una reforma procesal 
penal que rápida o lenta vendrá, y así cambiar la mente inquisitiva. 
(p.34). 
La investigación nos permite destacar que la función social que le es 
conferidos a los letrados consiste en mejorar y contribuir la Justicia en nuestro 
país, para ello es necesario que cambiemos nuestra mentalidad y valoremos a 
las personas por ser fundamental en nuestra sociedad, por lo que es necesario 
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renovar nuestros pensamientos a diario, para conllevar todos los cambios del 
mundo de este siglo. 
Carpio León (2015): 
La realidad reciente y actual en cuanto a los cuadros de accidentes 
de tránsito en el país es muy preocupante, por las tasas de 
mortalidad, la cantidad de personas enfermas y discapacitados en un 
país en vías de desarrollo. En nuestro país la ausencia de normas 
claras, sanciones justas y modelos de guía de seguridad vial, que en 
la actualidad lleva a una gran falta de responsabilidad por parte de 
los conductores como de los transeúntes así también se debe tener 
en cuenta que como consecuencia nos lleva a una enfermedad 
social, por otro lado la economía derivada de las mismas, precisa de 
otros estudios de legislación y fiscalización en cuanto a la conducción 
en estado de ebriedad y las consecuencias estadísticas de muertes y 
víctimas en aumento. El marco legal sobre responsabilidad vehicular 
es muy variado y complejo, cada país tiene diferentes 
particularidades que de algún modo generan limitación en el 
momento de la aplicación de la autoridad competente, además el 
modo de difusión ya sea por internet o medios de comunicación no 
causan el impacto que buscan. Se tiene que detener y precisar la 
relación de causas de los accidentes en las carreteras, estos son por 
exceso de velocidad, no prudencia del conductor, imprudencia del 
transeúnte, no respeto de las señales de seguridad de tránsito, fallas 
mecánicas, el poco cuidado del gobierno a las pistas, la emisión de 
licencias sin cumplir requisitos. (p.47) 
Si bien es cierto que la mortalidad de víctimas aumenta grandemente por los 
accidentes de tránsito, el mayor índice obedece a casos de conducción en 
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estado de ebriedad, siendo mínimas las estadísticas por fallas mecánicas entre 
otros factores, por lo que es muy importante la cultura vial al momento de 
conducir un vehículo, así también de los peatones que recorren las carreteras 
del país, por áreas no permitidas, por querer ganar al vehículo. 
1.2 Marco Teórico Referencial. 
1.2.1 Derecho a la Defensa 
Definición de la variable Derecho a la defensa. 
Moreno (1982), respecto al termino de defensa señala: "Concebida como 
la reacción que se da frente a una agresión, no cabrá más que articular los 
adecuados revestimientos jurídicos que informen su configuración" (p.18) 
Se trata del actuar o responder ante una situación de violencia, que 
debe ser resguardado jurídicamente. La defensa es un derecho humano, 
un derecho fundamental del que gozan las personas naturales y jurídicas, 
se trata de un derecho que se puede ejercer de una forma individual o 
colectiva frente a los tribunales de justicia independiente de cuál sea la 
jurisdicción penal, civil, laboral, constitucional, que se puede ejercer en 
cualquier fase del proceso; se trata de un derecho que esta interconectado 
con las garantías al debido proceso, es decir, se trata de un derecho que 
esta concatenado con un conjunto de derechos humanos, el de ser oído, 
el de ser juzgado por un juez competente, el ser juzgado en el plazo y 
términos que la ley establece, a tener una defensa técnica, una defensa 
efectiva y una defensa gratuita. 
Para Porto (2012) "la defensa está asociada al verbo defender. Esta 
acción, por su parte, refiere a cuidar, resguardar o conservar algo. La 
defensa, por lo tanto, es aquello que brinda protección de alguna forma o 
el resultado de defenderse". (p.1) 
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La defensa protege, cuida y da protección a la persona ante cierta 
amenaza que pueda enfrentar en el transcurso de su vida, en el ámbito 
legal toda persona tiene derecho a una defensa técnica eficiente, 
inmediata, adecuada, y desde el inicio de alguna imputación contar con 
asesoramiento. 
Carocca (1998), la defensa se expresa: 
Suscita la idea de protección frente a agresiones externas, 
resulta necesario considerar dos elementos esenciales que 
posteriormente habrán de ser puestos en relación, esto es, 
agresión y defensa, traspasado al plano jurídico, podremos 
identificar el término "agresión" con dos ideas sustanciales. Por 
un lado, esta agresión que bien podríamos referenciar en el 
derecho de imponer sanciones penales, valga la pena recordar, 
de exclusiva titularidad estatal, el cual puede llegar a poner en 
cuestión derechos de tan gran valía como la libertad de las 
personas; de otro lado, la referida agresión se producirá 
entonces en el marco de un proceso penal, o bien, dadas las 
oportunas actuaciones investigadoras, las cuales podrán 
desembocar en el correspondiente proceso penal. De esta 
forma, el derecho de acción penal se configura entonces como 
el vehículo a través del cual la agresión se materializa, es decir, 
el derecho de acción penal mide la intensidad de dicha agresión 
a lo largo del proceso penal.(p.24) 
La posibilidad de salvaguardar nuestra integridad ante una agresión, 
hace que esta acción se materialice en la posibilidad jurídica de ejercer o 
no su defensa en el proceso, haciendo que se respete los intereses de la 
persona, para así asegurar la realización eficaz del principio de igualdad 
de las partes. 
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Gimeno (2001) respecto a la defensa enfatiza: 
La defensa opera como factor de legitimidad de la acusación y 
de la sanción penal. Con tal perspectiva se pueden ordenar 
determinadas garantías para la tramitación del proceso (como la 
asistencia de abogado), que se convierten también en garantías 
de una recta Administración de Justicia para el imputado y para 
el perjudicado; porque, transcendiendo de la simple esfera 
individual, atañe al interés general que el proceso sea decidido 
rectamente. (p.49) 
El proceso penal para ser considerado legítimo debe acoplar todas sus 
herramientas a las de un estado de derecho, esto es, se respete todos los 
derechos con los que cuenta una persona. 
Quispe (2005), en cuanto al derecho de defensa refiere: 
Las garantías que permiten asegurar el derecho de defensa en 
el marco del proceso penal. Así el derecho que tiene el 
inculpado a la comunicación previa y detallada de la acusación 
formulada en su contra, la concesión al inculpado a defenderse 
por sí mismo a través de un defensor de su elección o 
nombrado por Ley. (p 10) 
Como ciudadanos debemos entender que nos regimos en una sociedad 
sujeta a normas, pero ello no implica la vulneración de nuestros derechos 
y garantías que obtenemos al nacer, a veces la presunción de inocencia 
que esperamos no siempre está a la vuelta de la esquina, tampoco la 
justicia. La indefensión que generan las dilaciones indebidas significa una 
agresión directa a la preservación de la dignidad de la persona. 
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Gutiérrez (1973), respecto al derecho de defensa precisa que: "La 
defensa se vincula hacia un mecanismo elemental de actividad 
instrumental necesaria en la lucha por la supervivencia" (p.760) 
El derecho de defensa es imprescindible para la supervivencia de la 
raza humana, para ello es necesario establecer bases que se encuentran 
orientadas a la búsqueda de un real y vivo Estado de derecho en respeto 
de los derechos de toda la sociedad, viéndola desde la misma Constitución 
es imperativa y efectiva, más el ser humano en su no claro entendimiento 
de esta base legal hace mal uso de la misma para otros fines o solo por el 
cumplimento de metas del sistema. 
Moreno (1982), en el ámbito del derecho procesal define a la defensa 
como: "Toda actividad que elimine la duda en el ejercicio de la acción 
penal que recayó sobre una persona, así como el derecho del imputado a 
la tutela de su libertad a la observancia de normas que evitan la lesión de 
este derecho" (p.24) 
Fairen (1969), define al derecho de defensa como: "El derecho 
fundamental atribuidos a las partes de todo proceso y para ser respetados 
en el tribunal consiste en la necesidad de que éstas sean oídas" (p.1245). 
Cabe destacar que conforme a estas concepciones, el derecho a la 
defensa se concibe como aquel derecho fundamental que en el marco de 
un proceso implica estar asistido de una defensa desde el inicio de las 
diligencias policiales como judiciales, para poder ser oídas en su 
oportunidad por los jueces que resolverán su situación jurídica, así mismo, 
este derecho abarca el poder ser asistido por una defensa púbica y que 
esta debe ser gratuita, y siempre eficaz. 
Regulación Normativa 
El derecho a la defensa encuentra un reconocimiento normativo amplio, 
tanto a nivel nacional como supranacional, dispositivos normativos que 
nos reconocen y garantizan el alcance, así como las garantías que 
otorgan al imputado. 
La Convención Americana de Derechos Humanos en su Artículo 8. 
Garantías Judiciales, ampliamente ha regulado los alcances del derecho 
de defensa: 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. 
Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a 
las siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor 
o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o 
tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser 
asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y 
privadamente con su defensor; 
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e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado 
por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 
inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor 
dentro del plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de 
otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable; 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
Las garantías procesales reconocidas en la convención, reconocen en 
toda su extensión el derecho a la defensa como un pilar fundamental que 
se consagra en la protección de los derechos humanos, con la finalidad de 
limitar los abusos del poder estatal. 
Nuestra Constitución Política de 1993, reconoce en toda su extensión el 
derecho de defensa, en su Artículo 139° inc. 14: 
El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 
estado del proceso. Toda persona será informada 
inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su 
detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 
defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que 
es citada o detenida por cualquier autoridad. 
En virtud de esta disposición, se resguarda el derecho de defensa 
desde el momento que surge una imputación contra cualquier persona 
realizada por una autoridad. La indefensión de nuestros derechos es un 
panorama que nos muestra la necesidad de trabajar para evitar cualquier 
vulneración o crisis, mediante el derecho de defensa, es así que los 
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tribunales de justicia han dictado jurisprudencias firmes que consagra el 
respeto de este derecho. 
El Nuevo Código Procesal Penal, de Los Juristas Editores E. I. R. L. en 
su artículo IX del Título Preliminar (2004), regula el derecho fundamental 
como un principio o pilar fundamental dentro del proceso penal, así se 
establece: 
Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informe de 
sus derechos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente la 
imputación formulada en su contra y a ser asistida por un Abogado 
Defensor de su elección o, en su caso por un abogado de oficio, desde 
que es citada o detenida por la autoridad. También tiene derecho a que se 
le conceda un tiempo razonable para que prepare su defensa; a ejercer su 
autodefensa material; a intervenir, en plena igualdad, en la actividad 
probatoria; y, en las condiciones previstas por la Ley, a utilizar los medios 
de prueba pertinentes. El ejercicio del derecho de defensa se extiende a 
todo estado y grado del procedimiento, en la forma y oportunidad que la 
ley señala. 2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a 
reconocer culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, o sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad.3. El proceso penal garantiza, también, el ejercicio de los 
derechos de información y de participación procesal a la persona 
agraviada o perjudicada por el delito. La autoridad pública está obligada a 
velar por su protección y a brindarle un trato acorde con su condición. 
Este derecho a la defensa se halla reconocido en nuestro ordenamiento 
legal, así como en los tratados y constitución política del Perú, debe ser 
respetado sin importar el crimen ni a qué persona se imputa, el derecho de 
defensa lo poseemos por la condición de ser seres humanos; en 
ocasiones, es difícil hacer efectivo este derecho, en tanto nos 
encontramos en escenarios donde la corrupción y violencia contamina la 
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justicia, que debería velar para su cumplimiento. De allí la necesidad que 
las entidades estatales, muestren a la sociedad su más sólida base de 
transparencia y justicia en el cumplimento y respeto de los derechos de la 
persona. 
Jurisprudencia Internacional 
Tal como hemos descrito, la amplia regulación del derecho fundamental a 
la defensa, también ha implicado su reconocimiento en pronunciamientos 
de los tribunales internacionales, principalmente describiremos los 
principales pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
Así la Corte IDH. (1999), ha señalado sobre el derecho a la defensa: 
"Obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un 
verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, 
y no simplemente como objeto del mismo". (p.231). 
Entonces, este derecho se podrá ejercer desde que se señala a una 
persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo termina 
cuando finaliza el proceso de la persona, esto nos refiere en un extenso 
sentido para que la persona sindicada al proceso pueda ser tutelado en su 
derecho de defensa y esta asistencia deberá regir en todas las fases del 
proceso. 
En otro pronunciamiento, Corte IDH (2009) en su jurisprudencia fue 
enfático al señalar del derecho de defensa: 
El derecho de impugnar el fallo busca proteger el derecho de 
defensa, en la medida en que otorga la posibilidad de interponer 
un recurso para evitar que quede firme una decisión adoptada 
en un procedimiento viciado y que contengan errores que 
ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses del justiciable. 
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Así, para el Tribunal Interamericano, la doble conformidad 
judicial, expresado mediante la íntegra revisión del fallo 
condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor 
credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, y al mismo tiempo 
brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. 
(p.88) 
La doble instancia se trata de una garantía que no puede faltar en un 
estado de derecho, esencial en todas las ramas del derecho, pero en la 
que jamás puede faltar es en el proceso penal, de modo que uno como 
ciudadano puede recurrir ante el superior en grado, siendo así, esta 
garantía es crucial en un estado de derecho, porque mientras en la 
segunda instancia no se pronuncie, aun la sentencia no puede ni debe 
estar firme y menos puede ser ejecutada. 
El derecho a una defensa eficaz 
Tal como hemos descrito, el derecho a la defensa no solo se trata de un 
derecho subjetivo que acompaña a toda persona desde que surge una 
imputación en su contra, sino que esencialmente se trata de una garantía 
del proceso, que ante su ausencia deslegitimaría el mismo tornándolo en 
nulo, por lo que corresponde al Estado velar porque esta garantía sea real 
y efectiva durante todo el proceso. 
En efecto, visto el derecho de defensa como una garantía dentro del 
proceso penal, ello implica que el imputado tiene derecho no solo a contar 
con un abogado sino que el abogado defensor debe realizar una actividad 
diligente y eficaz, que se traduzca en una adecuada refutación de las 
pruebas y de la imputación. Entonces, el derecho de defensa implica a su 
vez el derecho a un defensa eficaz, que en caso no exista hace preciso 
que el abogado sea sustituido, debiéndose declara nulos las actuaciones 
procesales en las que actúo el abogado negligente. 
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En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
caso "Castillo Petruzzi vs. Perú", concluyó que la presencia o actuación de 
un defensor que sea meramente formal, constituía un estado de 
indefensión prohibido por el Pacto de San José, por cuanto todo imputado 
en proceso penal tiene derecho a una defensa adecuada. 
Por otro, una defensa eficaz implica que la defensa del imputado tenga 
el tiempo suficiente para poder preparar la estrategia de defensa con la 
cual contrarrestar la teoría del caso planteada por el Ministerio Público, 
esta garantía se encuentra reconocida en el artículo IX del título preliminar 
del código procesal penal, por tanto esta garantía constituye un pilar 
fundamental del nuevo proceso penal. 
Además, la jurisprudencia supranacional ha reconocido ampliamente 
esta manifestación del derecho de defensa, en el ya mencionado caso 
"Castillo Petruzzi vs. Perú", la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos concluyó que el Estado Peruano violo este derecho, en la que 
prescribía que una vez formulada la acusación fiscal se concedía a la 
defensa doce horas para conocer los autos, por tanto dicho tiempo 
resultaba insuficiente y muy reducido para poder prepararla. 
Uno de los cuestionamientos, más graves a la afectación del derecho 
de defensa lo encontramos en el escaso plazo que se tiene para ejercer 
una defensa eficaz cuando se ha incoado un proceso inmediato por el 
delito de conducción en estado de ebriedad, realidad problemática que se 
ve reflejado también en la negligente o nula actuación del abogado de 
oficio, que concluye con la imposición de montos de reparación civil que 
no se ajustan a la realidad de un daño y mucho menos a las reales 
posibilidades del imputado. 
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Afectación del derecho de defensa mediante el proceso inmediato en los 
delitos de conducción en estado de ebriedad 
De conformidad con la normatividad vigente, ante la comisión del delito 
de conducción en estado de ebriedad, el fiscal tiene dos opciones: 1.-
Promover un principio de oportunidad, en la cual el imputado acepta la 
comisión del ilícito y acepta reparar los daños ocasionados por el delito, 
esto es, cuente con posibilidades económicas de asumir el pago de una 
reparación civil a favor del agraviado, monto que puede fraccionarse hasta 
en nueve meses, el efecto será que el fiscal se abstendrá de ejercitar la 
acción penal; y, 2.- Incoar el proceso inmediato, cuando no se ha sido 
posible promover un principio de oportunidad, tal vez por renuncia o 
porque el imputado no cuenta con capacidad económica para asumir el 
pago de una reparación civil, el fiscal deberá incoar el proceso especial. 
Entonces, nos encontramos ante un escenario, en el cual el imputado 
tras ser intervenido y sometido al examen de alcoholemia, y 
encontrándose en condición de detenido se encuentra ante la disyuntiva 
de si no acepta las condiciones de un principio de oportunidad, sobre todo 
el cuestionable monto de la reparación civil impuesto por el fiscal con lo 
que lograría la abstención de la acción penal, se verá sometido a un 
proceso inmediato, con lo que ello implica el ser sancionado con una pena 
y una cuestionable reparación civil; mecanismo de oportunidad como 
proceso en los cuales no, a la defensa no le es posible tener tiempo 
suficiente para preparar una defensa eficaz, sobre todo dirigida a 
cuestionar el monto y forma de pago de la reparación civil. 
La doctrina nacional ha advertido esta situación problemática, es así 
que Miranda (2016) señala que el proceso inmediato bajo los alcances del 
Decreto Legislativo N° 1194, restringe el derecho a un plazo razonable 
para preparar una defensa técnica que pueda hacer frente a la teoría del 
caso planteada por el Ministerio Público; de allí que proponga que es un 
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urgente una modificación o regulación del mencionado decreto legislativo, 
ya que las finalidad del proceso inmediato no pueden desconocer el 
derecho de defensa del imputado, generando indefensión. 
1.2.2. Delito de conducción en estado de ebriedad 
Definición de la variable estado de ebriedad 
Olivera (2011). "Los conductores en general de vehículos motorizados, 
o sea, automóviles, camionetas, motocicletas, ómnibus, camiones, etc., y 
los choferes más jóvenes en particular, no están debidamente informados 
que conducir en estado de ebriedad es un delito". (p. 8). 
El ser joven no implica muchas veces que lo eximirá de responsabilidad 
de sus actos, la falta de conocimiento de conducir algún vehículo y no 
tener el conocimiento de que es una infracción y un delito, el 
desconocimiento de la cultura de seguridad vial, que no solo implica en la 
movilidad en la que se desplaza, sino del hecho en sí mismo de acción y 
las consecuencias que esta pueda conllevar, como desde provocar una 
muerte o lesiones graves o leves. 
Regulación típica 
Nuestro Código Penal de 1991 tipifica este ilícito en el artículo 274: 
El que encontrándose en estado de ebriedad, con presencia de 
alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-litro, o 
bajo el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas o sintéticas, conduce, opera o maniobra vehículo 
motorizado, será reprimido con pena privativa de la libertad no 
menor de seis meses ni mayor de dos años o con prestación de 
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servicios comunitarios de cincuenta y dos a ciento cuatro 
jornadas e inhabilitación, conforme al artículo 36 inciso 7). 
Cuando el agente presta servicios de transporte público de 
pasajeros, mercancías o carga en general, encontrándose en 
estado de ebriedad, con presencia de alcohol en la sangre en 
proporción superior de 0.25 gramos-litro, o bajo el efecto de 
drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o 
sintéticas, la pena privativa de libertad será no menor de uno ni 
mayor de tres años o con prestación de servicios comunitarios 
de setenta a ciento cuarenta jornadas e inhabilitación conforme 
al artículo 36, inciso 7). 
Nuestro código penal, en cuanto al delito de conducción en estado de 
ebriedad, se contempla una norma que regula la responsabilidad del 
conductor en un estado no consiente de su dominio propio, esta norma 
establece el grado de alcohol, gramos por litros de sangre para determinar 
cuando una persona se encuentra en estado de ebriedad, se trata de un 
elemento del tipo que debe ser corroborado de manera inmediata 
mediante la prueba de alcoholemia. 
Normativa administrativa 
Entre las bases legales tenemos la Ley N°27181, Ley General de 
Transporte y Tránsito Terrestre (1999), esta Ley, se refiere a lineamientos 
básicos, económicos, organizacionales y reglamentarios del transporte y 
tránsito terrestre, con el fin de proteger al peatón y ciudadano en su 
integridad física, seguridad y resguardo del medio ambiente. Asimismo, se 
presenta el rol del Estado peruano en materia del transporte y tránsito, 
cuya definición proviene de sus nociones de política económica y social, 
ya que el Estado promociona la libre y leal competencia en el transporte 
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público. Entre las autoridades involucradas en la implementación de dicha 
Ley se encuentran el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, el 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento; Gobiernos 
Regionales, las Municipalidades Provinciales y Distritales. 
El principio de oportunidad en los delitos de conducción en estado de 
ebriedad 
De conformidad con lo establecido en el inciso 1 del artículo 20 del 
Código procesal penal, en los delitos de conducción en estado de 
ebriedad procede el principio de oportunidad, al tratarse de delito que no 
afecta gravemente el interés público. 
El trámite de este mecanismo de solución de conflicto se encuentra 
regulado por la Resolución N° 2508-2013-MP-FN. (2013) "Reglamento de 
Aplicación del Principio de Oportunidad", que establece: 
"Artículo 12°.- La Audiencia Única de Conciliación deberá 
llevarse a cabo bajo el siguiente procedimiento: 6. En el caso 
que las partes aceptaran la aplicación del Principio de 
Oportunidad pero no acordaran cualquier punto relacionado a la 
reparación, el Fiscal Provincial en ese momento los fijará. En 
los casos de conducción en estado de ebriedad, además de lo 
previsto en el artículo 45° y 46° del Código Penal, en lo que 
corresponda, deberá tener en cuenta la tabla de referencias 
para la reparación civil por conducción en estado de ebriedad, 
prevista en el Anexo 01 del presente Reglamento. Si una de las 
partes no estuviera de acuerdo con el monto de la reparación 
civil o con uno de sus extremos, en este acto, podrá interponer 
Recurso de Apelación contra el extremo que estuviere en 
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desacuerdo, debiéndose en este caso, elevar los actuados a la 
Fiscalía Superior Penal de Turno para su resolución final" (pp.2) 
Este criterio de oportunidad permite al ciudadano que cometió el delito 
de conducción en estado de ebriedad poder reparar el daño causado, de 
esa manera el fiscal se abstendrá de ejercitar la acción penal; sin 
embargo, los criterios que deben de tenerse en cuenta para determinar la 
pena y la reparación civil deben ser la naturaleza del ilícito, condiciones 
personales, carencias sociales y las atenuantes que concurren en el 
proceso, debiendo existir una proporcionalidad para su aplicación. Se 
debe considerar para el acuerdo reparatorio en aplicación del principio de 
oportunidad, se tiene excepción cuando el ciudadano tenga la condición 
de reincidente o habitual, debidamente especificados en la norma penal. 
Tabla Nro 01 
Referencia para la reparación civil por conducción en estado de ebriedad 
Periodos de Alcoholemia 
Vehículos 
motorizado menor de 
04 ruedas, (incluye 
cuatrimotos) 
Vehículos 
motorizado de 04 
ruedas a más, (no 
incluye cuatrimotos) 
1er Periodo de 
Alcoholemia: 
Subclínico 
De 0,25 a 0.5 g/I -- -- 
2do Periodo de 
Alcoholemia: 
Ebriedad 
Más de0.5 a 1.0 g/1 
Más de 1.0 a 1.5 ./1 
5% UIT a 50% UIT 
10% UIT a 50% UIT 
10% UIT a 1 UIT 
15% UIT a 1 UIT 
3er Periodo de 
Alcoholemia: 
Ebriedad Absoluta 
Más de 1.5 a 2,0 g/I 
Más de 2.0 a 2.5 g/I 
15% UIT a 1 UIT 
20% UIT a 1 UIT 
20% UIT a 1.5 UIT 
25% UIT a 1.5 UIT 
4to Periodo de 
Alcoholemia: 
Grave alteración de 
la conciencia 
Más de 2.5 a 3.0 g/I 
Más de 3.0 a 3.5 g/I 
25% UIT a 1 UIT 
30% UIT a 1 UIT 
30% UIT a 2 UIT 
35% UIT a 2 UIT 
5to Periodo de 
Alcoholemia: 
Coma 
Más de 3.5 g/I 35% UIT a 1 UIT 40% UIT a 2 UIT 
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La reparación civil en los delitos de conducción en estado de ebriedad 
Tal como hemos referido, ante la comisión del delito de conducción en 
estado de ebriedad, el fiscal puede promover un principio de oportunidad, 
incluso ante la propia solicitud del imputado, en cuyo caso el imputado 
debe aceptar su responsabilidad y comprometerse a cancelar una 
reparación civil, para que el fiscal se abstenga de ejercitar la acción 
penal. 
El tema que es cuestión a tratar, viene referido a la determinación del 
monto de reparación civil que efectúa el Fiscal, monto que viene a ser 
determinado fundamentalmente en base a los criterios del grado del 
alcohol que presentaba el imputado y el tipo de vehículo que conducía, 
es así que se aplican las absurdas reglas de a mayor grado de alcohol en 
la sangre mayor reparación civil; por tanto, se emplean criterios ajenos al 
concepto de daño, que viene a ser el único fundamento de una 
reparación civil, criterios que su vez al no poder ser contradichos 
generan indefensión en el imputado y que no toman en cuentas sus 
reales posibilidades económicas. 
Estos criterios han sido establecido por la Resolución N° 2508-2013- 
MP-FN. (2013) "Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad", 
mediante la cual el Ministerio Público buscó uniformizar criterios para la 
determinación de la reparación civil en los delitos de conducción en estado 
de ebriedad, estableciendo montos tasados en función del grado de 
alcohol encontrado en la sangre del intervenido así como el tipo de 
vehículo que conducía; normativa administrativa con la que se afecta el 
principio de jerarquía normativa, ya que se está contraviniendo lo 
estipulado en el artículo 93° de Código Penal, que fija la determinación de 
la reparación civil en base al daño causado por el delito. 
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La doctrina nacional, ha intentado respaldar estos criterios, así 
Cabrera refiere que la determinación de la reparación civil debe obedecer 
a criterios como: el grado de alcohol encontrado en la sangre del 
intervenido, el lugar de la intervención si se trata de un lugar desolado o 
concurrido, el tipo de vehículo que se encontraba manejando, si se 
cuenta o no con licencia de conducir, y el historial del conductor; 
resaltando que no se debe anteponer a estos criterios, las condiciones 
económicas del imputado, criterios que resultan cuestionables en razón a 
que ninguna de ellos guarda ninguna relación con el concepto de daño y 
se trata de cuestiones objetivas que el imputado no puede contradecir, 
generándose indefensión. 
Más aún resulta cuestionable, que existan montos tasados de 
reparación civil en los delitos de conducción en estado de ebriedad, 
cuando este ilícito es de mera actividad y de peligro abstracto, por lo que, 
ex ante no encontraremos un daño cierto, en otras palabras la comisión 
instantánea de este ilícito no genera ningún daño cierto, solo pude 
generar un daño ex post, por cuanto existe la posibilidad que produzca 
algún daño el mismo que debe ser probado. 
Entonces, el empleo de los criterios descritos, los mismos que 
desconocen la previa determinación de un daño y peor aún las reales 
posibilidades del imputado, generan una grave afectación del derecho de 
defensa del imputado al no poder contradecirlos al no demostrar daño ni 
poder anteponer sus reales condiciones económicas. Por tanto, es 
cuestionable que la fiscalía exija un previo pago de una reparación civil 
que no encuentra sustento con dichos criterios, condicionando al 
imputado a aceptar el pago para abstenerse de ejercitar la acción penal o 
en todo caso no incoar un proceso inmediato. 
Finalmente compartimos plenamente la posición de Mendoza (2017) 
para quien la Fiscalía no debe exigir un pago de reparación civil en los 
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delitos de conducción en estado de ebriedad, para que el imputado se 
acoja al principio de oportunidad. En todo caso deberá atender a otros 
criterios, como el carácter primario del agente, edad, actividad laboral, 
para decidir no incoar un proceso inmediato. 
1.3 Marco espacial 
La investigación tuvo como marco espacial el distrito judicial de Huancayo — 
Junín, en donde hemos podido obtener la información requerida para obtener 
los resultados. El marco espacial resulta importante porque con ella se ha 
podido delimitar los alcances de la investigación. 
1.4. Marco temporal 
El marco temporal se delimitó en el año 2016, a fin de estudiar el fenómeno en 
el lapso de ese año, lo que nos ha permitido a su vez corroborar cumplir con 
los objetivos de investigación. El marco temporal nos ha permitido, finalmente, 
ubicar el fenómeno estudiado en un contexto histórico determinado y real. 
1.5. Contextualización: histórica y política 
La contextualización política e histórica de la investigación tiene que ver con 
que el delito de conducción en estado de ebriedad lo que se ha convertido en 
una situación en aumento y preocupante para el sistema de administración de 
justicia, pues son muchos los casos y lo que se busca es prevenir estas 
conductas a fin de evitar la pérdida de vidas humanas, asimismo se han 
generado mecanismos para que estos procesos se resuelvan en el más corto 
plazo, lo que en muchos caso atenta contra el derecho de defensa de los 
procesados, quienes en muchos casos no cuentan con recursos económicos 
para asumir una defensa eficaz, situación preocupante pues si bien es cierto 
se busca sancionar estas conductas, estas deben darse respetando las 
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garantías de un debido proceso y con una defensa eficaz, en donde el 
procesado asuma su responsabilidad y las consecuencias de los daños 
causados. 
II. Problema de Investigación 
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2. 	Planteamiento del Problema 
2.1. Aproximación Temática 
El motivo de la presente investigación consiste en abordar la problemática 
generada por la grave incidencia de la comisión del delito de peligro 
común en su modalidad de conducción en estado de ebriedad en el distrito 
judicial de Huancayo — Junín, problemática que constituye una 
preocupación social por los graves índices de incidencia, pero que 
jurídicamente no recibe un adecuado tratamiento, en tanto, el 
procesamiento y sanción de este ilícito, viene ocasionando la grave 
afectación del derecho de defensa. 
La grave incidencia del delito de peligro común en su modalidad de 
conducción en estado de ebriedad en el distrito judicial de Junín, y 
principalmente en Huancayo, obedece a la propia idiosincrasia del 
poblador, dado que la zona se caracteriza por realizar muchas fiestas y el 
poblador no escatima en ir con sus vehículos, beber licor y manejar, ello se 
ve reflejado en las altas cifras que han venido en aumento, así durante el 
año 2013 se presentaron un total de 1643 casos, mientras que durante el 
año 2014 se presentaron un total de 1910 casos, reflejándose un 
incremento total de 267 casos en un año, ilícitos que fueron procesados 
bajos los alcances del código de procedimientos penales de 1940. 
Esta grave incidencia de casos de conducción en estado de ebriedad se 
ve reflejada en las cifras actuales proporcionadas por las instituciones 
públicas que se encargan de sancionar este ilícito. A mediados de enero 
del año 2016, el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Junín dio a 
conocer a los medios de comunicación social que desde fines de 
Noviembre del 2015, fecha en que se puso en vigencia las modificación 
efectuada al proceso inmediato mediante el Decreto Legislativo N° 1194, 
que estableció la obligación del Ministerio Público de incoar dicho proceso, 
se habían instaurado 42 procesos inmedíatos por el delito de conducción 
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en estado de ebriedad, esto es, en menos de cincuenta días ya se había 
instaurado por parte del Ministerio Público tan gran cantidad de procesos 
inmediatos por este ilícito, pese a que la Fiscalía cuenta como una 
herramienta de solución de conflictos como es el principio de oportunidad, 
que buscan la abstención del ejercicio de la acción penal; lo que evidencia 
el gran aumento de procesos inmediatos por este ilícito. 
Lo señalado cobra solidez, si comparamos esta nueva cifra con la 
cantidad de procesos inmediatos que se instauraron desde la vigencia del 
nuevo código procesal penal en Junín, esto es desde el 01 de Julio de 
2015, las estadísticas proporcionadas por el observatorio de criminalidad 
del Ministerio Público en su anuario estadístico 2015 nos informan que 
durante el año 2015, se instauraron por todos los delitos que comprende el 
proceso inmediato tan solo 156 procesos en todo el distrito Judicial de 
Junín; en cambio, como ya hemos descrito desde la entrada en vigencia el 
Decreto legislativo N° 1194 se han presentado un alto incremento, lo que 
ha conllevado a que durante el año 2016 se duplique y triplique estas 
cifras. Además, el Servicio de Administración Tributaria de Huancayo 
(SATH), también ha informado que durante los meses de Enero a Abril del 
2017 reveló que 209 conductores fueron intervenidos por manejar sus 
vehículos en estado etílico, y que hubieron otros 31 ocasionaron 
accidentes de tránsito; por lo que, es de apreciarse la grave incidencia de 
este ilícito y la necesidad de sancionarlo, pero siempre bajo el respeto de 
las reglas de un debido proceso, sobre todo en lo que respecta al respeto 
del derecho a la defensa. 
En ese orden de ideas, la problemática la encontramos en el 
tratamiento procesal seguido ante la comisión de este ilícito, por cuanto, 
como a continuación apreciaremos, existe un recorte de los alcances del 
derecho de defensa del imputado; es así que, el conductor que se 
encuentra en probable estado de ebriedad, tras ser intervenido por la 
autoridad policial es sometido a la prueba de alcoholemia, quedando en 
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condición de detenido, mientras se obtienen los resultados del examen 
para efectos de conocer el grado de alcohol por litro de sangre, 
procedimiento que demora entre tres a cuatro horas, en cuyo periodo de 
tiempo le son retenidos sus documentos y se le requiere para que rinda su 
manifestación, muchas veces sin conocerse los resultados del examen. 
Es así, que al encontrarse el imputado detenido por muchas horas, la 
desesperación que le provoca verse privado de su libertad, aunado a la 
imposibilidad de contar con un abogado particular sino con uno de oficio 
debido a la premura del tiempo, y en tanto, el Fiscal tiene la obligación de 
incoar el proceso inmediato; entonces, el imputado detenido se ve forzado 
a aceptar su culpabilidad en las condiciones que le sugiere el Fiscal, sin 
contar con la asesoría de una defensa eficaz, dado el poco tiempo con el 
que se cuenta para ejercer una adecuada defensa, que le permita 
cuestionar la imputación así como los extremos de la sanción. 
La doctrina nacional también ha estado atenta a la problemática de la 
afectación del derecho de defensa eficaz, es así que Miranda (2016) ya 
nos advierte que el proceso inmediato bajo los alcances del Decreto 
Legislativo N° 1194, restringe el derecho a un plazo razonable para 
preparar una defensa técnica que pueda hacer frente a la teoría del caso 
planteada por el Ministerio Público. 
Aunado a lo descrito, tenemos que la afectación más grave al derecho 
de defensa en los procesos por delitos de conducción en estado de 
ebriedad, la encontramos en lo que respecta a la determinación del monto 
y a la forma del pago de la reparación civil, en este aspecto debemos de 
tener en cuenta que el delito de conducción en estado de ebriedad se trata 
de un delito de peligro abstracto, por lo que, la determinación de dicho 
monto no puede obviar las verdades posibilidades económicas y 
antecedentes del imputado dado que se solo se habría provocado un 
potencial daño; sin embargo, para dicha determinación se recurre a 
criterios como el grado de alcohol del imputado, el tipo de vehículo que 
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conducía, entre otras cuestiones que el imputado no puede controvertir; 
peor aún, resultan más graves las malas prácticas que sin tener en cuenta 
las condiciones económicas del imputado le exigen el pago del monto de 
la reparación civil en una sola armada, supuestos que se suscitan cuando 
el fiscal directamente requiere la incoación de un proceso inmediato, y en 
la audiencia recién se promueve un principio de oportunidad, 
encontrándose el imputado en la obligación de pagar íntegramente la 
reparación civil bajo sanción de no declararse el sobreseimiento del 
proceso, cuestión que contraviene directamente lo establecido en el 
artículo 2° inciso 3 del Código Procesal Penal, que sanciona que el pago 
de la reparación civil puede realizarse en tiempo que no exceda los 09 
meses. 
Desde esta perspectiva evidenciamos una grave vulneración del 
derecho de defensa del imputado, al no contar con una defensa eficaz, 
dado que en muchos casos interviene el abogado de oficio, quien en aras 
de resolver el conflicto, no tomará en cuenta los verdaderos intereses y 
condiciones del imputado. 
2.2. Formulación del problema de Investigación 
De la problemática descrita sobre el derecho a la defensa y su relación 
con el delito de conducción en estado de ebriedad, distrito judicial de Junín 
— Huancayo podemos elaborar las siguientes interrogantes que 
buscaremos resolver. 
2.2.1.Problema General 
¿Cuál es la afectación del derecho a la defensa en relación al delito 
de conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial de 
Huancayo, año 2016? 
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2.2.2. Problemas específicos 
Problema específico 1 
¿Cuál es la afectación del derecho a la defensa eficaz en relación al 
delito de conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial de 
Huancayo, año 2016? 
Problema específico 2 
¿Cuál es la afectación del derecho a la defensa en relación al 
tratamiento jurídico y procesal del delito de conducción en estado de 
ebriedad, en el distrito judicial de Huancayo, año 2016? 
Problema específico 3 
¿Cuál es la afectación del derecho a la defensa en relación a la 
determinación del monto y pago de la reparación civil en el delito de 
conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial de 
Huancayo, año 2016? 
2.3 Justificación 
La presente investigación se justificará por las siguientes causas: 
Justificación teórica: La presente investigación se justificará teóricamente 
porque es necesario contar con un análisis actualizado del fenómeno de 
estudio desarrollado en las variables: derecho a la defensa y el delito de 
conducción en estado de ebriedad. Existen particularidades que se 
presentan en ambas variables que se relacionan en su aplicación. 
Justificación práctica: La investigación se justificará de manera práctica 
porque de los resultados obtenidos se tomaran importantes aportes 
referentes a la problemática del fenómeno de estudio, su aplicación y 
posterior control. 
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Justificación 	metodológica: 	La 	investigación 	se 	justificará 
metodológicamente porque durante todo el proceso del estudio la 
aplicación del método científico que se desarrolló; asimismo, las 
entrevistas para poder establecer resultados objetivos del estudio 
realizado. 
2.4. Relevancia 
El estudio será relevante por la importancia que conlleva en la actualidad 
en nuestro Perú, en efecto, en el plano político criminal la "seguridad" va 
adquiriendo, o ya adquirió, una perversa soberanía propia que le permite 
ingresar por la puerta ancha, el catálogo de bienes jurídicos protegidos por 
el ordenamiento jurídico penal. De esas demandas de seguridad surgen 
propuestas no siempre provenientes del ámbito de la racionalidad, ni 
siquiera de rasgos democráticos, como lo son las corrientes 
mediáticamente bautizadas como tolerancia cero o de seguridad 
ciudadana. Y es que seguridad ciudadana se ha transformado en un 
eslogan representativo de una aspiración humana peruana que nadie 
podría discutir. 
2.5. Objetivos 
2.5.1 Objetivo General 
Determinar si se afecta el derecho a la defensa en los delitos de 
conducción en estado de ebriedad en el distrito judicial Huancayo, 
año 2016. 
2.5.2. Objetivos específicos 
Objetivos específico 1 
Determinar la afectación del derecho a la defensa eficaz en relación 
al delito de conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial 
de Huancayo, año 2016. 
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Objetivos específico 2 
Determinar la afectación del derecho a la defensa en relación 
tratamiento jurídico y procesal en el delito de conducción en estado 
de ebriedad, en el distrito judicial de Huancayo, año 2016. 
Objetivos específico 3 
Determinar la afectación del derecho a la defensa en relación a la 
determinación del monto y pago de la reparación civil en el delito de 
conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial de 
Huancayo, año 2016. 
III. Marco metodológico 
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3.- Marco Metodológico 
3.1. Metodología 
La presente investigación tendrá un enfoque cualitativo, de carácter 
inductivo, señala el especialista Rodríguez, "Es un proceso en el que, a 
partir del estudio de casos particulares, se obtienen conclusiones o leyes 
universales que explican o relacionan los fenómenos estudiados" (p.17) 
3.2. Tipo de estudio 
El tipo de estudio de la investigación es básico, que permite y busca el 
conocimiento puro, por medio de la recolección de datos, de manera que 
añade información que profundiza y amplia los conocimientos ya 
existentes en la realidad, esta información se construye de un mayor 
conocimiento en las, teóricas y leyes, por lo que resulta de suma 
importancia conocer los antecedentes para poder generar criterios 
nuevos a base de la investigación. 
El tipo será de investigación orientada a la comprensión, para Sandín 
(2003): 
La investigación cualitativa es una actividad sistemática 
orientada a la comprensión en profundidad de fenómenos 
educativos y sociales, a la transformación de prácticas y 
escenarios socioeducativos, a la toma de decisiones y también 
hacia el descubrimiento y desarrollo de un cuerpo organizado 
de conocimiento. (p.39) 
La investigación cualitativa para Denzin, Norman K. & Lincoln, Yvonna 
S. (2005): 
Involucra la recolección y el uso estudioso de una variedad de 
materiales empíricos, estudios de caso; experiencia personal; 
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introspección; historia de vida; entrevista; artefactos; textos y 
producciones culturales; textos observacionales, históricos, de 
interacción y visuales que describen tanto rutinas y momentos 
significativos como significados presentes en la vida de los 
individuos. (p.4). 
3.3. Diseño 
La investigación tendrá un diseño de teoría fundamentada, como dice 
Komblit (2007): "Que requiere un acercamiento íntimo al área de estudio, y 
que lleva esa aparición intima a los términos del análisis teórico". (p.45) 
3.4. Escenario de estudio 
El escenario de estudio de la presente tesis es la ciudad de Huancayo, en 
donde se viene incrementando el delito de conducción en estado de 
ebriedad. 
3.5. Caracterización de sujetos 
Los sujetos de la investigación son abogados en derecho, los mismos que 
por su experiencia han conocido una gran variedad de casos, a quienes se 
les realizará las entrevistas. 
3.6. Procedimientos metodológicos de investigación. 
En la presente investigación se emplearan los siguientes procedimientos 
metodológicos: 
Primero: Se iniciara determinando el problema de estudio, los objetivos y 
justificación. 
Segundo: Elaboración del marco teórico. 
Tercero: Planteamiento de objetivos e instrumento 
Cuarto: Recolección de información. 
Quinto: Análisis e interpretación de resultados 
Sexto: Discusión 
Séptimo: Formulación de conclusiones y recomendaciones 
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3.7. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos. 
Las técnicas a emplear en el presente trabajo de investigación serán las 
siguientes: 
- Observación 




3.8. Tratamiento de la Información 
La información obtenida a través de la entrevista realizada me ha 
permitido arrojar discrepancias entre lo verificado en la doctrina y 
jurisprudencia recogida, se encuadro todo con la finalidad de darle 
credibilidad o en el peor desvirtuar nuestra investigación. Los datos fueron 
analizados por medio de la Triangulación que es una técnica de utilización 
de diferentes tipos de datos, para procesar información, a través del 
instrumento de matriz de triangulación (Denzin, 1989, p. 237). 
También se realizó la comparación constante que es la continua 
revisión y comparación de datos capturados para ir construyendo la teoría 
de la realidad (Sandoval, 1997, p. 433). 
3.9. Mapeamiento 
La presente investigación se realizó en el ámbito geográfico del distrito 
judicial de Huancayo — Junín , periodo 2016, habiéndose desarrollado una 
entrevista a 06 profesionales del derecho a efectos que manifiesten su 
opinión y señalen la problemática que encuentran respecto a la afectación 
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de derecho de defensa en los delitos de Conducción en estado de 
ebriedad. 
3.10. Rigor científico 
La investigación para establecer el rigor científico realizará un estudio 
piloto, de manera que el maestro Tamayo, (2004) "Antes de realizar la 
investigación es conveniente y necesario para la efectividad de la misma 
cuestionar la calidad de los instrumentos que se han diseñado y se 
piensan aplicar, bien sea entrevistas, escritos, orales" (p.45) 
IV. Resultados 
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4. Descripción de Resultados 
4.1 Interpretación y análisis de las entrevistas 
En el presente trabajo de investigación, se ha realizado la técnica de 
recopilación de información a través del formato de guía de entrevista, 
la misma que fue dirigida a 06 profesionales abogados y magistrados, 
con amplia experiencia en la rama de derecho penal. 
De acuerdo a las preguntas planteadas en la entrevista en cuanto a la 
Variable de Derecho de Defensa, estas fueron sus respuestas: 
1.- ¿El derecho de defensa es una garantía constitucional, procesal 
penal respetada en el caso de los detenidos de escasos recursos que 
acuden a la defensa de oficio en el inicio de la instrucción? 
A.1. No siempre, muchas veces se encuentra condicionada a la carga 
procesal que tienen los defensores de oficio. 
A.2. Si es una garantía constitucional, hay muchos pronunciamientos al 
respecto. 
A.3. Si deber ser una garantía que debe ser respetada, pues es 
necesario que a las personas de escasos recursos no se les deje en 
indefensión. 
A.4. Si, solo que se aplica como debería en nuestro país. 
A.5. Sí, debería existir mayor respaldo de la Defensoría Pública al 
respecto. 
A.6. Si es una garantía, pronunciada desde entes internacionales y 
nacionales, que muchas veces no se respeta. 
Interpretación: 
Diversidad de respuestas, las mismas que confluyen, que el derecho 
de defensa aún sigue siendo vulnerado, contraviniendo las garantías 
procesales de un debido proceso. 
2.- ¿Las limitaciones al ejercicio del derecho de defensa vulneran los 
derechos de los procesados en detención preventiva? 
A.1. Por supuesto 
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A.2. En si no hay limitaciones, solo falta de estrategias óptimas. 
A.3. Sí, porque están en un estado de indefensión total. 
A.4. Solo en cuanto no tienen la asesoría adecuada. 
A.5. Sí, porque al momento de la intervención uno no sabe qué 
derechos se les está vulnerado. 
A.6. Si, ello también influye por la ausencia de personas con dominio 
del tema de detención preventiva. 
Interpretación: 
Si se cuenta con las herramientas necesarias para una eficiente 
aplicación de detención, no se vulneraria ningún derecho del 
ciudadano; en forma diversa la aplicación del derecho constitucional de 
defensa es una garantía que no debería existir ninguna vulneración en 
la práctica. 
3.- ¿Los detenidos de escasos recursos al inicio de la instrucción que 
acuden a la defensa de oficio tienen oportunidad y tiempo necesario 
para preparar su defensa? 
A.1. No, porque las circunstancias son distintas 
A.2. No, porque no tienen el tiempo suficiente, debido a que los plazos 
son muy cortos, sobre todo en los casos de la aplicación del proceso 
inmediato. 
A.3. El tiempo es referencial, el que sabe litigar, lo hace 
A.4. Siempre si se tiene tiempo de preparar una buena defensa el caso 
se tiene por ganado. 
A.5. Si, la defensa que uno hace debe ser eficiente y completa. 
A.6. La carga procesal que tienen ellos es mucha, porque es prudente 
un tiempo. 
Interpretación: 
Son figuras diferentes, debe considerarse que debe haber una 
defensa técnica eficaz; No resultaría apropiado que algunos tengan 
ventajas sobre otro en cuanto ofrecer una defensa efectiva. 
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4.- ¿La cultura procesal inquisitiva de los operadores del derecho 
perjudica el ejercicio del derecho de defensa del detenido de escasos 
recursos? 
Al. Si, considero que se debe implementar medidas de protección a 
ellos. 
A.2. Sí, porque para su ejecución debe estar normado, pero no debe 
ser inquisitivo, ahora es garantista. 
A.3. Debe ser incorporado en la legislación penal, en caso que infringe 
la norma. 
A.4. Si es necesario tipificar las interrupciones penalmente 
A.5. Si, las personas que deben ser 
A.6. Si, tanto ellos que llevan el sistema judicial participan en gran parte 
en la celeridad de la misma. 
Interpretación: 
Se debe brindar protección como estado, formando operadores 
judiciales eficientes en su labor de llegar a la justicia; En la mayoría, 
señalan, que las interrupciones de celeridad procesal se deben a una 
mala práctica de los operadores, más cuando ellos deben regirse a sus 
funciones para asegurar la efectiva realización de principios del nuevo 
código penal procesal. 
De acuerdo a las preguntas planteadas en cuanto a la Variable del 
Delito de Conducir en Estado de Ebriedad tenemos las siguientes 
respuestas. 
5.- ¿Cuáles con las consecuencias Penales de la conducción en estado 
de ebriedad? 
A.1. Ser denunciado por resistencia a la autoridad y desobediencia. 
A.2. Provocar lesiones graves, leves hasta un homicidio culposo. 
A.3. La inhabilitación de licencia de conducir y una multa. 
A.4. La norma sanciona con una pena privativa de libertad mayor de 
tres meses y menor de un año. 
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A.5. Se te sanciona con la pena privativa de libertad y con la multa 
correspondiente. 
A.6. Omisión de socorro, fuga en accidente de tránsito, y un proceso en 
contencioso administrativo — multas. 
Interpretación 
El tránsito vehicular acarrea en su dominio muchas consecuencias 
penales de las cuales pueden ser desde lesiones culposas por 
accidentes de tránsito, omisión de socorro, fuga en accidente de 
tránsito, a ello se suma también las sanciones administrativas que se 
debe considerar entre ellas la inhabilitación de licencia de conducir, la 
multa a favor de Estado, por exponer a la sociedad de nuestro país; 
Debemos considerar el hecho que la violencia penal puede a un futuro 
agravar y reproducir conflictos en diversas áreas de la seguridad vial se 
evidencia los problemas nuevos y recientes de esta tendencia de 
cultura vial deficiente, teniéndose que lo más importantes en la 
sociedad es la persona humano y lo que representa en un país, por lo 
que un conductor debe estar consciente al momento de subir y poner 
en marcha un vehículo. 
6.- ¿Qué tipo de pruebas podrán realizarse para verificar el estado de 
ebriedad? 
A.1. Se pasan dos exámenes: cuantitativo y cualitativa. 
A.2. La norma contempla y abarca los supuestos en que una persona 
maneja ebria, al hallar en la sangre una proporción de alcohol mayor a 
0,25gr por litro. 
A.3. No es posible establecer una adecuada prueba en las personas 
por la diferencia que se halla por sexo, talla, etc. 
A.4. Los límites establecidos por ley se basa en función a como el 
organismo asimila y procesa el alcohol, las pruebas solo son 
referenciales. 
A.5. En el arco de un operativo policial. Se tiene la obligación que se 
haga el despistaje de alcohol, pudiendo exigir que esté presente un 
fiscal de la legalidad del acto. 
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A.6. El despistaje de alcohol, en caso diera positivo se deberá someter 
a un examen de sangre en la institución pública correspondiente que 
me sea indicada encargada del operativo y este examen arrojara un 
examen más exacto de la cantidad de alcohol que se conducía. 
Interpretación: 
Efectivamente se debe obedecer a la autoridad correspondiente para 
determinar o no la responsabilidad penal; El negarse a pasar la prueba 
de alcolemia es más grave, que conducir en estado de ebriedad, 
recordando que negarse a pasar la prueba que mida el grado, 
porcentaje de alcohol, constituye un delito distinto que es de la 
resistencia a la autoridad tiene una pena máxima de cuatro años de 
pena privativa de libertad, por existir un delito flagrante podrán 
detenerse por un plazo máximo de 24 horas, lo que implicaría que te 
lleven la entidad policial más cercana e inicien una investigación penal, 
en estos supuestos dado que la pena supera los cuatro años, en 
principio transcurrido las 24 horas se dispondrá tu libertad y por tratarse 
de la comisión de un delito siempre se tendrá derecho en contar con un 
abogado que te asesore en la investigación en la que 
independientemente de tu liberación siempre se llevará a cabo; 
téngase en cuanta que la situación cambia que si producto de la 
conducción en estado de ebriedad imprudentemente lesionas o matas 
a una persona. 
Interpretación de los resultados de la variable de derecho de Defensa: 
Los encuestados son coincidentes en que el tipo penal del delito que 
se les imputa debe de encontrarse configurado claramente caso 
contrario los ciudadanos quedarían en indefensión ante la ley. A este 
respecto, uno de ellos precisó que debería efectuarse una reforma en 
cuanto la tipificación del delito y al tiempo que el sistema penal da, 
tanto para que halle una adecuada defensa el imputado y que su 
defensa técnica plantee una buena teoría del caso; entendiéndose que 
el derecho de defensa es una garantía constitucional, en la que nos 
segura el debido proceso, en caso de una detención preventiva son 
57 
muchas las limitaciones de del ejercicio del derecho de defensa, que en 
nuestra realidad están siendo vulneradas en el momento de la 
detención y que el hecho de ponerle un abogado de oficio que el 
Estado proporciona no asegura la buena defensa del acusado, pues 
por ser abogados de oficio y pocos en el distrito judicial de Huancayo, 
deja en desventaja la defensa, dejándolos con menos oportunidad y 
tiempo que merecería una excelente patrocinio. 
Interpretación de la variable del delito de conducir en estado de 
ebriedad: 
Definitivamente, es necesario establecer que el agraviado es la 
sociedad, por poner en riesgo a personas, de los encuestados indican 
en primer orden que el sujeto pasivo es el Estado y en segundo orden; 
el ciudadano que resulte agraviado del accidente que pueda o no 
conllevar que un sujeto conduzca en estado de ebriedad, para otro 
refieren que en primer lugar se debe dar a la sociedad por el perjuicio 
que se le puede ocasionar. 
Por otro lado, los entrevistados indican que las consecuencias que 
podría producir conducir en estado de ebriedad son variadas, como el 
ocasionar lesiones leves, lesiones graves, homicidio culposo y 
resistencia o desobediencia a la autoridad; muchos de los encuestados 
mencionan que es la ausencia de normas más precisas y sanciones 
más duras y ejemplares, así también a una cultura vial, que es 
primordial en nuestra sociedad en donde el más "vivo" es quien va y 
entra primero al momento de conducir, también en cuanto a 
experiencias enriquecedoras en otros países los marcos y modelos en 
cuanto a la señalización de las vías en la carretera. 
Análisis e Interpretación general de las entrevistas 
Podemos apreciar la postura mayoritaria de los entrevistados que 
consideran que en lo referido a la aplicación del derecho a la defensa 
en el delito de conducción en estado de ebriedad, no basta con contar 
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que se le asigne un abogado de oficio, ellos merecen una defensa 
idónea para que se le respete todos sus derechos de inicio a fin del 
proceso y que este cuenta con todas las armas legales a favor de su 
patrocinado, no basando la sentencia en una desproporcionalidad, 
celeridad, carga procesal de los juzgados, a veces siendo presionados 
a autoimculparse por la presión, angustia, temor, necesidad, lo que la 
privación de su libertad de horas provoca al ciudadano, siendo la 
libertad de una persona es uno de los bienes jurídicos más preciados 
que posee, por lo que tanto los fiscales, jueces deben tener un 
tratamiento jurídico que respete las garantías procesales de los 
imputados, más el derecho a la defensa, pues basarse desde la 
intervención policial, detención, ello marca a la persona de modo tal, 
que al pasar las horas solo provoca desesperación y martirio de salir 
para 	 recuperar 	 su 	 libertad. 
V. Discusión 
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En el desarrollo de la presente investigación resulta siendo de gran 
importancia el tema de la discusión, en donde se abordan las posiciones de 
los diferentes autores respecto al tema investigado, el derecho a la defensa 
y su relación con el delito de conducción en estado de ebriedad, en la ciudad 
de Huancayo durante el año 2016, resulta ser un tema importante pues lo 
que se busca es determinar si el tratamiento jurídico procesal en los delitos 
de conducción en estado de ebriedad viene afectando el derecho de defensa 
de los procesados, todo ello por la entrada en vigencia del Decreto 
Legislativo N° 1194 en el que se estableció la obligación del Ministerio 
Público de incoar el proceso inmediato, lo que ha generado un gran aumento 
de procesos inmediatos por este ilícito penal. 
Este trabajo ha efectuado la recopilación de autores que han abordado el 
estudio del derecho a la defensa, así tenemos según la tesis del jurista 
Beltrán, en donde señala que el investigado tiene derecho a la elección de 
su letrado defensor, el derecho a nombrarse el patrocinio de un abogado 
defensor de oficio que el Estado ofrece y que esta defensa cuente al menos 
con la experiencia del letrado, que sea competente y eficaz en su teoría del 
caso a presentar, asimismo la doctrina nacional también ha estado atenta a 
la problemática de la afectación del derecho de defensa eficaz, es así que 
Miranda (2016) ya nos advierte que el proceso inmediato bajo los alcances 
del Decreto Legislativo N° 1194, restringe el derecho a un plazo razonable 
para preparar una defensa técnica que pueda hacer frente a la teoría del 
caso planteada por el Ministerio Público. 
Las posiciones de estos doctrinarios nos permiten evidenciar la 
importancia que implica el derecho de defensa que debe tener todo 
procesado, pues el desarrollo de dicho proceso, la absolución y en muchos 
casos la libertad del procesado se encuentran condicionadas a una buena 
defensa técnica, es el abogado quien va a velar por los intereses de su 
patrocinado asegurando que se respeten las garantías necesarias de un 
debido proceso. En efecto, el imputado tiene derecho no solo a contar con 
un abogado sino que el abogado defensor debe realizar una actividad 
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diligente y eficaz, que se traduzca en una adecuada refutación de las 
pruebas y de la imputación. 
Por otro lado, una defensa eficaz implica que la defensa del imputado 
tenga el tiempo suficiente para poder preparar la estrategia de defensa con 
la cual contrarrestar la teoría del caso planteada por el Ministerio Público, 
esta garantía se encuentra reconocida en el artículo IX del título preliminar 
del código procesal penal, por tanto esta garantía constituye un pilar 
fundamental del nuevo proceso penal. 
No podemos dejar de mencionar que Nuestra Constitución Política de 
1993, reconoce en toda su extensión el derecho de defensa, en su Artículo 
139° inc. 14 establece: El principio de no ser privado del derecho de defensa 
en ningún estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente 
y por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a 
comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 
asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad. 
La Convención Americana de Derechos Humanos en su Artículo 8. 
Garantías Judiciales, ampliamente ha regulado los alcances del derecho de 
defensa. Las garantías procesales reconocidas en la convención, reconocen 
en toda su extensión el derecho a la defensa como un pilar fundamental que 
se consagra en la protección de los derechos humanos, con la finalidad de 
limitar los abusos del poder estatal. 
En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 
"Castillo Petruzzi vs. Perú", concluyó que la presencia o actuación de un 
defensor que sea meramente formal, constituía un estado de indefensión 
prohibido por el Pacto de San José, por cuanto todo imputado en proceso 
penal tiene derecho a una defensa adecuada. 
Así también en la presente investigación se ha desarrollado el estudio de 
del delito de Peligro Común en su modalidad de Conducción en estado de 
ebriedad, al respecto podemos citar el trabajo de investigación realizado por 
el letrado Ruiz quien refiere que la práctica de conducir en estado de 
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ebriedad se ha convertido en una práctica común, también señala que el 
Estado está pendiente a resolver esta situación, y que esta conducta se 
debe a la falta de cuidado de los individuos quienes se exponen y ponen en 
peligro a la sociedad, así también el jurista Carpio León en su trabajo de 
investigación concluye que si bien es cierto la mortalidad de las víctimas 
aumenta grandemente por los accidentes de tránsito, la mayor es por la 
conducción en estado de ebriedad, por lo que es muy importante la cultura 
vial al momento de conducir un vehículo. 
Como hemos señalado en nuestra tesis nuestro código penal, en cuanto 
al delito de conducción en estado de ebriedad, contempla una norma que 
regula la responsabilidad del conductor en un estado no consiente de su 
dominio propio, esta norma establece el grado de alcohol, gramos por litros 
de sangre para determinar cuando una persona se encuentra en estado de 
ebriedad, se trata de un elemento del tipo que debe ser corroborado de 
manera inmediata mediante la prueba de alcoholemia. 
La discusión de la investigación se centra en la afectación al derecho de 
defensa en los procesos por delitos de conducción en estado de ebriedad, 
uno de los cuestionamientos, más graves a la afectación del derecho de 
defensa lo encontramos en el escaso plazo que se tiene para ejercer una 
defensa eficaz cuando se ha incoado un proceso inmediato por el delito de 
conducción en estado de ebriedad, realidad problemática que se ve reflejado 
también en la negligente o nula actuación del abogado de oficio, que 
concluye con la imposición de montos de reparación civil que no se ajustan a 
la realidad de un daño y mucho menos a las reales posibilidades del 
imputado. 
Podemos precisar que la determinación del monto de reparación civil que 
efectúa el Fiscal, están basados en los criterios establecidos por la 
Resolución N° 2508-2013-MP-FN. (2013) "Reglamento de Aplicación del 
Principio de Oportunidad", mediante la cual el Ministerio Público buscó 
uniformizar criterios para la determinación de la reparación civil en los delitos 
de conducción en estado de ebriedad, estableciendo montos tasados en 
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función del grado de alcohol encontrado en la sangre del intervenido así 
como el tipo de vehículo que conducía; normativa administrativa con la que 
se afecta el principio de jerarquía normativa, ya que se está contraviniendo 
lo estipulado en el artículo 93° de Código Penal, que fija la determinación de 
la reparación civil en base al daño causado por el delito, siendo el daño el 
único fundamento de una reparación civil. 
Como se ha desarrollado en la tesis el Fiscal ante la comisión del delito 
de conducción en estado de ebriedad conforme a la normatividad vigente, 
tiene dos opciones: 
1.- Promover el principio de oportunidad, en la cual el imputado acepta la 
comisión del ilícito y acepta reparar los daños ocasionados por el delito, 
esto es, cuando cuente con posibilidades económicas de asumir el pago 
de una reparación civil a favor del agraviado, monto que puede 
fraccionarse hasta en nueve meses, en cuyo caso el efecto será que el 
fiscal se abstendrá de ejercitar la acción penal. 
2.- Incoar el proceso inmediato, cuando no se ha sido posible promover un 
principio de oportunidad, tal vez por renuencia o porque el imputado no 
cuenta con capacidad económica para asumir el pago de una reparación 
civil, el fiscal deberá incoar el proceso especial. 
Entonces, nos encontramos ante un escenario, en el cual el imputado tras 
ser intervenido y sometido al examen de alcoholemia, y encontrándose en 
condición de detenido se encuentra ante la disyuntiva de si no acepta las 
condiciones de un principio de oportunidad, sobre todo el cuestionable 
monto de la reparación civil impuesto por el fiscal con lo que lograría la 
abstención de la acción penal, se verá sometido a un proceso inmediato, con 
lo que ello implica el ser sancionado con una pena y una cuestionable 
reparación civil; mecanismo de oportunidad como proceso en los cuales a la 
defensa no le es posible tener tiempo suficiente para preparar una defensa 
eficaz, sobre todo dirigida a cuestionar el monto y forma de pago de la 
reparación civil. 
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Otro punto a considerar es que el delito de conducción en estado de 
ebriedad se trata de un delito de peligro abstracto, por lo que, la 
determinación de dicho monto no puede obviar las verdades posibilidades 
económicas y antecedentes del imputado; peor aún, resultan más graves las 
malas prácticas que sin tener en cuenta las condiciones económicas del 
imputado le exigen el pago del monto de la reparación civil en una sola 
armada, supuestos que se suscitan cuando el fiscal directamente requiere la 
incoación de un proceso inmediato, y en la audiencia recién se promueve un 
principio de oportunidad, encontrándose el imputado en la obligación de 
pagar íntegramente la reparación civil bajo sanción de no declararse el 
sobreseimiento del proceso, cuestión que contraviene directamente lo 
establecido en el artículo 2° inciso 3 del Código Procesal Penal, que 
sanciona que el pago de la reparación civil puede realizarse en tiempo que 
no exceda los 09 meses. 
Desde esta perspectiva evidenciamos una grave vulneración del derecho 
de defensa del imputado, al no contar con una defensa eficaz, dado que en 
muchos casos interviene el abogado de oficio, quien en aras de resolver el 
conflicto, no tomará en cuenta los verdaderos intereses y condiciones del 
imputado. 
En conclusión podemos señalar que en efecto en los delitos de 
conducción en estado de ebriedad, con la incoación del proceso inmediato y 
la aplicación del principio de oportunidad se viene vulnerando el derecho de 
defensa de los procesados por el escaso plazo que se tiene para ejercer una 
defensa eficaz, asimismo de las entrevistas realizadas a los abogados 
podemos advertir tal situación, los cuales han expresado que el tratamiento 
jurídico de los delitos de conducción en estado de ebriedad vulnera el 
derecho de defensa de los procesados, debido al escaso plazo que se tiene 
para ejercer una defensa eficaz cuando se ha incoado un proceso inmediato, 
aunado a ello el pago de la reparación civil en donde se desconoce la previa 
determinación de un daño y peor aún las reales posibilidades del imputado, 
debiendo entenderse que los delitos de conducción en estado de ebriedad 
son ilícitos de mera actividad y de peligro abstracto, por lo que, no 
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encontraremos un daño cierto, en otras palabras la comisión instantánea 
de este ilícito no genera ningún daño cierto, todo lo expuesto pone en 
manifiesto una problemática que requiere de una pronta solución a fin de no 
vulnerar el derecho de defensa de los procesados. 
VI. Conclusiones 
67 
Primera: El desarrollo de la presente investigación ha permitido determinar 
que existe una grave afectación del derecho defensa en su 
manifestaciones de libre elección de un abogado particular, defensa 
eficaz y plazo razonable para preparar la defensa, cuando se 
produce una imputación por la comisión de un delito de conducción 
en estado de ebriedad, grave afectación que se produce desde la 
intervención del imputado por el personal policial, durante el trámite 
del principio de oportunidad donde el imputado se encuentra 
obligado a aceptar el pago de un monto de reparación civil 
determinado por el Fiscal, y además cuando en ejercicio de la acción 
penal se ha incoado un proceso inmediato, muchas veces porque el 
imputado no cuenta con recursos económicos que le hubieran 
permitido acceder a un criterio de oportunidad. 
Segunda: La presente investigación nos ha permitido demostrar que el 
derecho a una defensa eficaz se trata de una garantía del proceso 
que el Estado debe asegurar, ante cuya ausencia las actuaciones 
deben ser declaradas nulas, es así que no basta con tener un 
abogado sino que el mismo ejerza una defensa diligente, eficaz y 
eficiente buscando contradecir la imputación; sin embargo, en la 
mayoría de los casos por la comisión del delito de conducción en 
estado de ebriedad interviene un abogado de oficio, quien en aras 
de resolver el conflicto y debido a carga procesal que ostenta, no 
tomará en cuenta los verdaderos intereses y condiciones del 
imputado, lo que se traduce en una afectación al derecho de defensa 
eficaz. 
Tercera: Se ha acreditado con la presente investigación que se afecta el 
derecho de defensa eficaz en el tratamiento jurídico procesal del 
delito de conducción en estado de ebriedad, en tanto, el tramite del 
principio de oportunidad, se encuentra supeditado a que el imputado 
cuente con recursos económicos para cancelar la reparación civil 
que no responde un criterio de daño, caso contrario se deberá 
someter al proceso inmediato; mientras que en el trámite del proceso 
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inmediato, dado el escaso plazo con el que cuenta la defensa para 
preparar una defensa adecuada, esta situación genera que no se 
pueda desempeñar una defensa eficaz. 
Cuarta: La determinación por el fiscal del monto de la reparación civil en los 
delitos de conducción en estado de ebriedad, tanto durante el trámite 
del principio de oportunidad así como el monto solicitado con la 
acusación en un proceso inmediato, se realiza fundamentalmente en 
base a los criterios tasados del grado del alcohol que presentaba el 
imputado y el tipo de vehículo que conducía, es así que se aplican 
las absurdas reglas de a mayor grado de alcohol en la sangre 
mayor reparación civil; por tanto, se emplean criterios que 
desconocen la previa determinación de un daño y peor aún las 
reales posibilidades del imputado, generándose una grave 
afectación del derecho de defensa del imputado al no poder 
contradecirlos al no demostrar daño ni poder anteponer sus reales 
condiciones económicas. En tanto una correcta de determinación 
del monto de reparación debe obedecer siempre a la existencia de 
un daño, las posibilidades económicas del imputado, además de 




Primera: Podemos acotar que en muchos casos los procesados no cuenta con 
recursos económicos para tener una defensa técnica de su elección 
por lo que el estado le asigna un defensor de oficio, el mismo que 
no debe ser tomado de forma negativa pese a no ser la defensa 
técnica de su elección, el Estado cumple con dar uno a cada 
ciudadano, el Estado debe contar con un mayor número de 
abogados de oficio en la jurisdicción para evitar cualquier 
vulneración de derechos, trabajando de tal modo para la protección y 
defensa de los ciudadanos, lo que garantizaría el derecho de una 
defensa eficaz, pues al contar con más abogados de oficio la carga 
procesal sería menor y los abogados podrían atender su procesos 
con mayor diligencia y mayor dedicación. 
Segunda: Estando a que en el presente trabajo de investigación se advierte 
una problemática que se presenta en el tratamiento en los delitos de 
Conducción en estado de ebriedad, es necesario establecer las 
pautas necesarias a fin de dar solución al problema planteado, sobre 
todo porque estos delitos son tramitados en el proceso inmediato y 
sujetos a ser resueltos bajo el procedimiento del principio de 
oportunidad, previo pago de la reparación civil; lo que en muchos 
casos por la condición económica del procesado no se puede dar en 
la práctica, por lo que recomendamos que la Fiscalía en los casos 
por delito de conducción en estado de ebriedad no debería exigir 
un pago de reparación civil, para que el imputado se pueda acoger 
al principio de oportunidad, debiéndose atender otros criterios, 
como el carácter primario del agente, edad, actividad laboral, para 
decidir no incoar un proceso inmediato. 
Tercera: Para efectos de garantizar el derecho de defensa del imputado se 
recomienda que la para la determinación de la pena en los delitos 
de conducción en estado de ebriedad, se emplea como criterios de 
determinación fundamentalmente la verificación de un daño cierto, 
así como tomarse en cuenta las reales posibilidades económicas 
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del imputado, además de atender a su carácter primario, edad y 
actividad laboral. 
Cuarta: Dar un cultura de seguridad vial, a través de campañas, 
conversatorios entre otros tanto para los conductores como para los 
transeúntes, aclarando temas de la norma vial y los riegos que 
corren en conducir en estado de ebriedad y las consecuencias que 
puedan 	 ocasionar. 
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Anexo Nro. 01 
Formato de guía de entrevista 
Por el presente formato se realiza una entrevista a los señores abogados, en 




1.- ¿El derecho de defensa es una garantía constitucional, procesal penal 
respetada en el caso de los detenidos de escasos recursos que acuden a la 
defensa de oficio en el inicio de la instrucción? 
2.- ¿Las limitaciones al ejercicio del derecho de defensa vulneran los derechos de 
los procesados en detención preventiva? 
1- ¿Los detenidos de escasos recursos al inicio de la instrucción que acuden a la 
defensa de oficio tienen oportunidad y tiempo necesario para preparar su 
defensa? 
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4.- ¿La cultura procesal inquisitiva de los operadores del derecho perjudica el 
ejercicio del derecho de defensa del detenido de escasos recursos? 
5.- ¿Cuáles con las consecuencias Penales de la conducción en estado de 
ebriedad? 
6.- ¿Qué tipo de pruebas podrán realizarse para verificar el estado de ebriedad? 
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Anexo Nro. 02 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA CUARTO JUZGADO PENAL 
UNIPERSONAL DE LIMA ESPECIALIZADO EN PROCESOS INMEDIATOS 
(NCPP) 
• EXPEDIENTE: 0582-2016-2-1826-JR-PE-04 
• JUEZA: BUENO FLORES LISDEY MAGALY 
• ESPECIALISTA: SERGIO ANTONIO ZAMBRANO ALIAGA 
• MINIST. PÚBLICO: PRIMERA FISCALÍA PROVINCIAL PENAL DE TRÁNSITO 
DE LIMA 
• IMPUTADO: PERCY EDUARDO VALVERDE ALAYO 
• DELITO: CONDUCCIÓN DE VEHÍCULO EN ESTADO DE EBRIEDAD 
• AGRAVIADO: LA SOCIEDAD 
SENTENCIA DE CONFORMIDAD 
RESOLUCIÓN NÚMERO SEIS 
Lima, diecisiete de junio del año dos mil dieciséis. 
VISTOS Y OÍDOS: 
Los actuados en proceso inmediato llevado a cabo en una sola sesión por 
el Cuarto Juzgado Penal Unipersonal de la Corte Superior de Justicia de Lima, a 
cargo de laMagistrada Lisdey Magaly Bueno Flores, en el proceso seguido 
contra Percy Eduardo Valverde Alayo, como autor por la comisión del delito contra 
la Seguridad Pública — Peligro Común — en la modalidad de Conducción de 
Vehículo en Estado de Ebriedad, en agravio de la Sociedad. 
PARTES PROCESALES: 
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Representante del Ministerio Público: Dr. Wilder Luis Charaja Dejar, Fiscal Adjunto 
Provincial de la Primera Fiscalía Provincial de Tránsito y Seguridad Vial. 
Defensa Técnica: abogado Defensor Público: Henry Flores Cuadros, identificado 
con CAL 43908. 
Acusado: Percy Eduardo Valverde Alayo, identificado con DNI N° 10621770, 
edad: 39 años, natural de Lima, nacido el 18 de abril de 1977, nombre de sus 
padres: Marcelo y Ana; estado civil: casado; dos hijos de 15 y 05 años; grado de 
instrucción: superior; trabaja de almacenero; percibe S/1,500 soles mensual 
aproximadamente; con domicilio en Avenida Perú 1489 — San Martín de Porres — 
celular N° 972003576; tiene cicatriz en el mentón y en la ceja izquierda a 
consecuencia de una caída y una operación respectivamente; tiene tatuaje en el 
brazo derecho con la figura de un trival; en el antebrazo tiene 3 estrellas; en el 
brazo izquierdo tiene la cara de su hijo; en la pierna izquierda tiene un Cristo con 
el rostro de su señora; tiene antecedente por TID pero ya cumplió su condena, 
salió del penal el 22 de diciembre del 2012. 
I. PARTE EXPOSITIVA 
1. ENUNCIACIÓN DE HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS EXPUESTAS EN LA 
PRESENTACIÓN DE LA TEORÍA DEL CASO, POR LA REPRESENTANTE DEL 
MINISTERIO PÚBLICO: 
El Ministerio Público en su escrito de acusación y alegatos de apertura, sostiene 
que el día 25 de noviembre del 2015 a las 22.03 horas, el acusado Percy Eduardo 
Valverde Alayo, fue intervenido a la altura del Jr. Cañete — Cercado de Lima, a 
bordo del vehículo de placa de rodaje C8U-331, presentando signos de haber 
ingerido alcohol, por lo que fue intervenido y sometido a dosaje etílico, arrojó un 
resultado de 1.83 g/I de alcohol en sangre. 
PRETENSIÓN PENAL Y CIVIL DEL MINISTERIO PÚBLICO 
Calificación Jurídica: Los hechos narrados se han calificado como el delito contra 
la Seguridad Pública — Peligro Común — en la modalidad de Conducción de 
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Vehículo en Estado, previsto en el primer párrafo del artículo 274 del Código 
Penal. 
Medios Probatorios. Los admitidos en el control de acusación. 
Pretensión Penal: Solicita DOS AÑOS de Pena Privativa de libertad para el 
acusado por cuanto tiene la condición de reincidente, e Inhabilitación en la 
modalidad de suspensión para conducir vehículo por el mismo término, de 
conformidad con artículo 36 inciso 7 del Código Penal. 
Pretensión Civil: Solicita por concepto de Reparación Civil la suma de DOS MIL 
QUINIENTOS SOLES a favor de la agraviada. 
PRETENSIÓN DE LA DEFENSA: 
La defensa técnica del acusado Percy Eduardo Valverde Alayo, indica que su 
patrocinado ha aceptado los cargos atribuidos por el Ministerio Público, 
solicitando acogerse a la conclusión anticipada. 
DERECHOS Y ADMISIÓN DE CARGOS: 
Instalada la audiencia, expuesto los cargos de acusación por el Ministerio Público 
y lo referido por la Defensa Técnica del acusado Percy Eduardo Valverde Alayo, 
se procedió a instruirle al mismo sobre los derechos que la Ley procesal le 
reconoce durante el Juicio Oral. 
Acto seguido, conforme a lo previsto por el inciso 1) del artículo 372° del Código 
Procesal Penal, se le preguntó al acusado Percy Eduardo Valverde Alayo, si se 
considera o no autor del delito del delito imputado y de la responsabilidad civil, 
habiendo éste respondido afirmativamente aceptando los cargos formulados por 
el Ministerio Público, requiriendo un tiempo prudencial para conferenciar 
previamente con el Fiscal, a fin de arribar a un acuerdo respecto a la sanción 
penal y reparación civil. 
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Después de las conversaciones en un tiempo prudencial para lograr un acuerdo 
de Conclusión Anticipada, la judicatura preguntó si efectivamente se había llegado 
a un acuerdo; procediendo la señora Fiscal a indicar que, si se llegó a un acuerdo 
con el acusado asistido por su abogado defensor público, respecto de la 
pretensión punitiva en el siguiente sentido: Se ha solicitado dos años de pena 
privativa de libertad, toda vez que el acusado tiene la condición de reincidente, a 
la misma que se realiza el descuento de un séptimo por haberse acogido a la 
conclusión anticipada de juicio, quedando finalmente en veintiún meses, la misma 
que es convertida a seiscientos treinta días multa y para obtener el monto a pagar 
se considera el haber diario del acusado de S/ 10.00 soles, el cual según Ley se 
toma el 25% que sería de 2.50 soles, el cual es multiplicado por 630 días multa, 
dando un total de S/ 1575.00soles, pago que efectuará en seis cuotas, las cinco 
primeras de S/ 250.00 soles y la última de S/ 325.00 soles, bajo apercibimiento de 
aplicarse el artículo 53 inciso 1 del Código Penal. 
En cuanto a la pretensión civil, se acordó el pago de S/ 300.00 soles a favor de la 
agraviada, que será cancelada el 30 de diciembre del dos mil dieciséis. 
En consecuencia, esta Judicatura dispuso la conclusión del juicio oral, ello de 
conformidad con lo establecido en el inciso 2 del artículo 372° del Código 
Procesal Penal, debiendo emitirse el pronunciamiento jurisdiccional que 
corresponda de acuerdo a la pena y reparación civil acordada entre las partes 
procesales. 
II.- PARTE CONSIDERATIVA 
Admisión de cargos imputados: En el desarrollo de la audiencia de juicio oral, 
luego de postulados los alegatos de apertura por parte del Ministerio Público, se 
procedió a instruir de sus derechos al acusado, y luego procedió a preguntarle si 
se considera o no, autor del hecho imputado y responsable de la reparación civil, 
ello de conformidad a lo establecido en el inciso 1 del artículo 372 del Código 
Procesal Penal; siendo que el acusado Percy Eduardo Valverde Alayo, de manera 
libre y espontánea, ha respondido afirmativamente aceptando los cargos 
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formulados por el Ministerio Público, admitiendo ser autor del delito materia de 
acusación y responsable de la reparación civil. 
El aspecto sustancial de la institución de la conformidad, estriba en el 
reconocimiento, aunque con características singulares, del principio de adhesión 
en el proceso penal. La conformidad tiene por objeto la pronta culminación del 
proceso — en concreto, del juicio oral— a través de un acto unilateral del imputado 
y su defensa de reconocer los hechos objeto de imputación, concretados en la 
acusación fiscal, y aceptar las consecuencias jurídicas penales y civiles 
correspondientes (Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116). Asimismo elimina 
trámites procesales, los acorta y simplifica, pero ello no evita que el juzgador debe 
llegar a la conclusión de que efectivamente se han producido los hechos, que 
merecen una determinada calificación y posteriormente una pena y reparación 
civil; ello en aplicación del principio de legalidad, y en resguardo del principio de 
presunción de inocencia que ampara al procesado, conforme a lo previsto en el 
literal "e" del inciso vigésimo cuarto del artículo segundo de la Constitución 
Política del Perú. 
Análisis jurídico penal del hecho materia de Acusación 
El hecho incriminado está referido al delito de CONDUCCIÓN DE VEHÍCULO EN 
ESTADO DE EBRIEDAD, descrito en el primer párrafo del artículo 274° del 
Código Penal: "El que encontrándose en estado de ebriedad, con presencia de 
alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos — litro, o bajo el efecto 
de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, 
conduce, opera o maniobra vehículo motorizado, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años o con 
prestación de servicios comunitarios de cincuenta y dos a ciento cuatro jornadas e 
inhabilitación, conforme el artículo 36 inciso 7); cuya perpetración se atribuye al 
acusado, Percy Eduardo Valverde Alayo, en calidad de autor. 
En cuanto al delito enunciado en el apartado precedente, esta Juzgadora, estima 
necesario someter los hechos imputados al acusado al estricto rigor jurídico que 
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embarga la estructura funcional (realización de la tipicidad objetiva y subjetiva), 
así debemos 	verificar si los hechos atribuidos a su persona, representa la 
conducta típica de conducción de vehículo en estado de ebriedad, dentro de la 
teoría del delito, ya que debido a la función de garantía que deben cumplir los 
tipos penales, como consecuencia del principio de legalidad, se tiene que solo los 
comportamientos que pueden subsumirse en la descripción típica pueden ser 
objeto de sanción penal. En el presente caso la conducta incriminada materia a 
acusación se encuentran subsumida en el tipo penal antes mencionado, toda vez 
que el acusado el día veinticinco de noviembre del 2015 a las 22.03 horas 
aproximadamente, fue intervenido cuando conducía el vehículo de placa de rodaje 
C8U-331, en estado de ebriedad y al ser sometido al Dosaje etílico arrojó un 
resultado de 1.83 g/I de alcohol en la sangre; cargos que han sido aceptados por 
el acusado, asistido por su abogado defensor; y, al no haberse determinado algún 
supuesto de justificación o exculpación, su conducta merece ser objeto de 
reproche penal. 
Valoración Probatoria 
Como se ha señalado en el Acuerdo Plenario N° 5- 2008/CJ-116, la sentencia no 
puede apreciar prueba alguna, no sólo porque no existe tal prueba, al no ser 
posible que se forme a partir de una específica actividad probatoria, por lo demás 
inexistente, sino además porque hay una ausencia del contradictorio y existe el 
propio allanamiento de la parte acusada. Los fundamentos de hecho o juicio 
histórico de la sentencia, no se forman como resultado de la valoración de la 
prueba, sino le vienen impuestos al juez por la acusación y la defensa, a través de 
un acto de allanamiento que son vinculantes al juez y a las partes. Siendo ello así, 
corresponde sujetarse al reconocimiento de cargos por parte del acusado Percy 
Eduardo Valverde Alayo, expresado por este en los actos iníciales del Juicio Oral, 
siendo que el relato fáctico aceptado por las partes no necesita actividad 
probatoria, ya que la conformidad excluye toda tarea para llegar a la libre 
convicción de los hechos. 
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Determinación Judicial de la Pena 
Atendiendo a que los sujetos procesales han propuesto al juzgado que se 
imponga al acusado Percy Eduardo Valverde Alayo SEISCIENTOS TREINTA 
DIAS MULTA y un año y nueve meses de inhabilitación (suspensión) para 
conducir vehículo de conformidad con el artículo 36 inciso 7 del Código Penal; 
sobre este acuerdo se hace el siguiente análisis: 
En cuanto a la pena privativa de libertad propuesta, se tiene en cuenta que la 
representante del Ministerio Público en sus alegatos de apertura calificó el hecho 
materia de la presente causa dentro del tipo penal de conducción de vehículo en 
estado de ebriedad previsto y sancionado en el primer párrafo del artículo 274 del 
Código Penal, cuyo extremo mínimo es de seis meses y el extremo máximo de 
dos años de pena privativa de libertad. Habiéndose solicitado dos años de pena 
privativa de libertad, toda que tiene la calidad de reincidente, a la misma que se 
realiza un descuento del séptimo por haberse acogido a la conclusión anticipada 
de juicio, quedando finalmente veintiún meses, la misma que es convertida a 
seiscientos treinta días multa de conformidad con el primer párrafo del artículo 52 
del código Penal y para obtener el monto a pagar se considera el haber diario del 
acusado de S/ 10.00 soles, el cual según Ley se toma el 25% que sería de 2.50 
soles, el cual es multiplicado por 630 días multa, dando un total de S/ 1575.00 
soles, pago que efectuará en seis cuotas, las cinco primeras serán de doscientos 
cincuenta soles que se cancelarán el 30/06/16, 27/07/16, 31/08/16, 30/09/16 y 
31/10/16, y la última cuota será de S/ 325.00 soles, que será cancelada el 30 de 
noviembre del 2016, bajo apercibimiento de aplicarse el artículo 53 inciso 1 del 
Código Penal. 
El artículo 52 del Código Penal señala: "En los casos que no fuera procedente la 
condena condicional y la reserva de fallo condenatorio, el Juez podrá convertir la 
pena privativa de libertad no mayor de dos años en otra de multa...". En el 
presente caso se tiene que la pena solicitada, a la misma que se ha realizado el 
descuento por conclusión anticipada de juicio de conformidad con el Acuerdo 
Plenario N° 05-2008/CJ- 116, es de VEINTIUN MESES, pena que no puede 
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suspenderse en atención al primer párrafo inciso 3 del artículo 57 del Código 
Penal (que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual), toda vez 
que el acusado tiene la condición de reincidente, del mismo modo tampoco es 
posible la reserva del fallo condenatorio, ya que de las circunstancias individuales 
del acusado, no dan la certeza que no volverá a cometer un nuevo delito doloso, 
en tanto en el acto de la audiencia ha manifestado que tiene antecedentes 
penales. En tal sentido, es procedente la conversión de la pena privativa de 
libertad a SEISCIENTOS TREINTA DÍAS MULTA, ya que no es mayor de dos 
años y atendiendo que se ha tomado en cuenta un haber diario de S/ 10.00 soles, 
de los cuales según ley se toma el 25%, resultando S/. 2.50 soles diarios, el que 
multiplicado por los seiscientos treinta días, asciende a la suma de S/. 1575.00 
soles, la que será cancelada en seis cuotas (artículo 44 del Código Penal), en 
consecuencia el acuerdo es proporcionado a lo establecido por Ley, es decir los 
criterios de reducción y conversión de pena, por lo que la Judicatura acepta este 
acuerdo. 
En cuanto a la Pena de Inhabilitación propuesta por las partes es de seis meses, 
conforme a lo previsto por el artículo 36° inciso 7) del Código Penal, teniendo en 
cuenta los criterios de disminución de pena considerados en el punto que 
antecede, debiendo la misma ser aprobada, conforme a los fundamentos jurídicos 
invocados, el que prescribe en el inciso 7) declarar la incapacidad para conducir 
cualquier tipo de vehículo, debiéndose oficiar a las entidades estatales 
respectivas, por el término de un año y nueve 
Reparación Civil: Las partes han señalado como acuerdo de pago por concepto 
de Reparación Civil, la suma de trescientos soles a favor de La Sociedad, a ser 
cancelada en ejecución de sentencia, el día 30 de diciembre del 2016, la 
Judicatura considera que es una suma prudencial y razonable, por lo que 
igualmente debe ser aprobada. 
Costas: El artículo 497° del Código Procesal Penal ha previsto obligatoriamente la 
fijación de costas en toda acción que ponga fin al proceso penal, en donde, 
además, éstas serían de cargo del vencido, según lo prevé el inciso 1° del artículo 
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5000 del citado Código: no obstante también se precisa que el órgano 
jurisdiccional puede eximir el pago de costas al vencido; y en el presente caso, 
estando a que el proceso ha sido tramitados bajo las reglas del Proceso 
Inmediato y ha existido una aceptación de cargos y consecuentemente una 
conclusión de juicio oral, no procede la imposición de costas al acusado José 
Antonio Farfán Camacho. 
III. PARTE RESOLUTIVA 
En consecuencia apreciando los hechos, la aceptación de cargos, la pretensión 
punitiva y la pretensión económica, la señora Juez del Cuarto Juzgado Penal 
Unipersonal de la Corte Superior de Justicia de Lima, en atención a la facultad 
discrecional y criterio de conciencia que la Ley Autoriza. 
FALLA: 
APROBAR el acuerdo de pena y reparación civil presentada por las partes 
(Ministerio Público, acusado Percy Eduardo Valverde Alayo y su Defensa 
Técnica), ante este Juzgado Unipersonal. 
DECLARAR a PERCY EDUARDO VALVERDE ALAYO, AUTOR del delito Contra 
la Seguridad Pública — Peligro Común — en la modalidad de Conducción de 
Vehículo en Estado de Ebriedad (previsto en el primer párrafo del artículo 274 del 
Código Penal) en agravio de LA SOCIEDAD. 
IMPONER a PERCY EDUARDO VALVERDE ALAYO, SEISCIENTOS TREINTA 
DIAS MULTA, los que a razón de dos soles con cincuenta céntimos diarios, hacen 
un total de UN MIL QUINIENTOS SETENTA Y CINCO SOLES, suma que deberá 
abonar a favor de la Sociedad, pago que efectuará en seis cuotas, las cinco 
primeras serán de doscientos cincuenta soles que se cancelarán el 30/06/16, 
27/07/16, 31/08/16, 30/09/16 y 31/10/16 respectivamente, y la última cuota de S/. 
325.00 soles, que será cancelada el 30 de noviembre del 2016, bajo 
apercibimiento de aplicarse el artículo 53 inciso 1 del Código Penal. 
X7 
IMPONER al sentenciado PERCY EDUARDO VALVERDE ALAYO la pena de 
INHABILITACIÓN de UN AÑO Y NUEVE MESES de SUSPENSIÓN para 
conducir cualquier tipo de vehículo o para obtener cualquier tipo de licencia para 
conducir vehículo conforme al inciso 7) del artículo 36'del Código Penal. 
FIJAR en la suma de TRESCIENTOS SOLES por concepto de reparación civil 
que deberá abonar el sentenciado el día 30 de diciembre del 2016, mediante 
depósito judicial en el Banco de la Nación, así como se deberá presentar el 
certificado de depósito al juzgado para realizar el endose a la parte agraviada. 
EXIMIR del pago de costas a las partes procesales. 
CONSENTIDA o EJECUTORIADA que sea la sentencia, emítase los boletines y 
testimonio de condena para la anotación de los antecedentes generados; y 
REMITASE los actuados al Juzgado de Investigación Preparatoria para la 
ejecución. Tómese razón y hágase saber. 
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Anexo Nro. 03 
Ministerio Público 
Modifican el "Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad" aprobado 
por Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1470-2005-MP-FN RESOLUCIÓN 
DE LA FISCALÍA DE LA NACIÓN N° 2508-2013-MP-FN Lima, 26 de agosto del 
2013. 
VISTOS Y CONSIDERANDO: Que, el Ministerio Público es un organismo 
constitucionalmente autónomo, cuyas funciones principales son la defensa de la 
legalidad, la representación de la sociedad en juicio, para los efectos de defender 
a la familia, a los menores e incapaces y el interés social, la persecución del delito 
y la reparación civil. La independencia de los órganos judiciales y la recta 
administración de justicia; Que, mediante Resolución de Fiscalía de la Nación N° 
1470-2005-MP-FN, se aprobó el Reglamento de la Aplicación del Principio de 
Oportunidad, señalándose el procedimiento para que los Fiscales Provinciales 
Penales o Mixtos, basándose en razones de economía procesal y utilidad pública, 
puedan decidir abstenerse de ejercitar la acción penal, como un medio para la 
solución pacífica del conflicto social generado por delitos de mínima significancia 
y afectación del interés público, así como la conclusión del proceso penal por un 
acto distinto a la sentencia; Que, en el Reglamento de la Aplicación del Principio 
de Oportunidad, para los casos de conducción de vehículos motorizados en 
estado de ebriedad, no se han fijado criterios para la imposición de indemnización 
por reparación civil a favor del agraviado o sociedad y los señores Fiscales 
Provinciales Penales o Mixtos del país vienen fijando montos indemnizatorios 
variados, teniendo como único referente lo señalado en los artículos 45° y 46° del 
Código Penal; y sin tener en cuenta los casos de reincidencia; Que, el artículo 4° 
de la Ley N° 27753, ha incorporado como Anexo al Código Penal, la Tabla de 
Alcoholemia señalando niveles de intoxicación alcohólica en la sangre, 
clasificando estos niveles en cinco períodos: subclínico, ebriedad, ebriedad 
absoluta, grave alteración de la conciencia y coma; Que, en este contexto y con la 
finalidad de uniformizar los criterios mínimos para la fijación del monto de 
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indemnización por Reparación Civil en los casos de conducción en estado de 
ebriedad, resulta necesario incorporar al Reglamento de Aplicación del Principio 
de Oportunidad la "Tabla de Referencias para la Reparación Civil por Conducción 
en Estado de Ebriedad" en que se señala parámetros referenciales para fijar el 
monto de reparación, precisándose en concordancia con lo dispuesto en la Ley N° 
30076, que cuando en ocasión anterior el imputado se haya acogido al Principio 
de Oportunidad o Acuerdo Reparatorio, el monto mínimo indemnizatorio que fije el 
Fiscal se duplicará, como una medida para disuadir en la ciudadanía la 
conducción en estado de ebriedad; Que, en ese sentido, es necesario modificar el 
numeral 6 del artículo 12°, artículo 22° y Tercera Disposición Final del referido 
Reglamento, en el caso de la conducción en estado de ebriedad, la dependencia 
a donde remitirán los certificados y otros, así como el cambio de la denominación 
de Distrito Judicial por Distrito Fiscal, dispuesta en la Resolución de Fiscalía de la 
Nación N° 1177-2013-MP- FN, y la denominación de Fiscal Superior Decano por 
Presidente de la Junta de Fiscales Superiores; Con los vistos de la Gerencia 
General, Gerencia Central de Finanzas, Oficina Central de Planificación y 
Presupuesto y Oficina de Asesoría Jurídica, y; En uso de las facultades 
establecidas en el artículo 64° de la Ley Orgánica del Ministerio Público, aprobada 
por el Decreto Legislativo N° 052; 
SE RESUELVE: 
Artículo Primero.- Incorporar en el "Reglamento de Aplicación del Principio de 
Oportunidad" aprobada por Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1470-2005- 
MP- FN, el Anexo 01 "TABLA DE REFERENCIAS PARA LAREPARACION CIVIL 
POR CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD" Artículo Segundo.- Modificar 
el numeral 6° del artículo 12°, el artículo 22° y la Tercera Disposición Final del 
"Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad" aprobada por 
Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1470-2005-MP-FN, los mismos que 
quedarán redactados de la siguiente manera: "Artículo 12°.- La Audiencia Única 
de Conciliación deberá llevarse a cabo bajo el siguiente procedimiento: 6. En el 
caso que las partes aceptaran la aplicación del Principio de Oportunidad pero no 
acordaran cualquier punto relacionado a la reparación, el Fiscal Provincial en ese 
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momento los fijará. En los casos de conducción en estado de ebriedad, además 
de lo previsto en el artículo 45° y 46° del Código Penal, en lo que corresponda, 
deberá tener en cuenta la TABLA DE REFERENCIAS PARA LA REPARACIÓN 
CIVIL POR CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD, prevista en el Anexo 01 
del presente Reglamento. Si una de las partes no estuviera de acuerdo con el 
monto de la reparación civil o con uno de sus extremos, en este acto, podrá 
interponer Recurso de Apelación contra el extremo que estuviere en desacuerdo, 
debiéndose en este caso, elevar los actuados a la Fiscalía Superior Penal de 
Turno para su resolución final". "Artículo 22°.- Las Fiscalías Provinciales de Lima, 
remitirán para su custodia en forma semanal, los Certificados emitidos por las 
consignaciones a la Gerencia de Tesorería de la Gerencia Central de Finanzas del 
Ministerio Público. En el caso de los demás Distritos Fiscales, los Certificados 
serán remitidos, en el mismo plazo, al Administrador o Gerente Administrativo, 
según sea el caso; debiendo éste remitirlos a la Gerencia de Tesorería de la 
Gerencia Central de Finanzas del Ministerio Público". "Tercera Disposición Final.-
De ser necesario, para la aplicación del presente Reglamento, los Fiscales 
Provinciales podrán solicitar la Consulta respectiva al Presidente de la Junta de 
Fiscales Superiores, quien las absolverá. La Junta de Fiscales Superiores 
procurará establecer un criterio uniforme respecto de la aplicación del presente 
Reglamento en las oportunidades que sesione. De igual manera procederá la 
Junta de Fiscales Provinciales". 
Artículo Tercero.- Disponer que la Oficina Central de Tecnologías de la 
Información publique la presente resolución a través de los medios informáticos 
correspondientes. Regístrese y comuníquese. 
JOSÉ ANTONIO PELÁEZ BARDALES 
Fiscal de la Nación 
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Tabla de referencia para la reparación civil por conducción en estado de 
ebriedad 
Periodos de Alcoholemia 
Vehículos 
motorizado menor 




motorizado de 04 
ruedas a más, (no 
incluye 
cuatrimotos) 
1er Periodo de 
Alcoholemia: 
Subclinico 
De 0,25 a 0.5 g/I -- -- 
2do Periodo de 
Alcoholemia: 
Ebriedad 
Más de0.5 a 1.0 g/I 
Más de 1.0 a 1.5 'II 
5% UIT a 50% UIT 
10% UIT a 50% UIT 
10% UIT a 1 UIT 
15% UIT a 1 UIT 
3er Periodo de 
Alcoholemia: 
Ebriedad Absoluta 
Más de 1.5 a 2,0 g/I 
Más de 2.0 a 2.5 'II 
15% UIT a 1 UIT 
20% UIT a 1 UIT 
20% UIT a 1.5 UIT 
25% UIT a 1.5 UIT 
4to Periodo de 
Alcoholemia: 
Grave alteración 
de la conciencia 
Más de 2.5 a 3.0 g/I 
Más de 3.0 a 3.5 g/I 
25% UIT a 1 UIT 
30% UIT a 1 UIT 
30% UIT a 2 UIT 
35% UIT a 2 UIT 
Sto Periodo de 
Alcoholemia: 
Coma 
Más de 3.5 gil 35% UIT a 1 UIT 40% UIT a 2 UIT 
cr) 
Anexo Nro. 04 
Propuesta 
CRITERIOS PARA LAAPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN 
LOS DELITOS DE CONDUCCIÓN EN ESTADO DE EBRIEDAD 
Estando a que la presente investigación nos ha permitido concluir que existe la 
necesidad y justificación de establecer criterios en relación a la aplicación del 
principio de oportunidad en los delitos de conducción en estado de ebriedad, 
pasaremos a continuación a establecer los criterios que consideramos deben 
tomarse en cuenta: 
Primera: Los delitos de conducción en estado de ebriedad se encuentran 
regulados en el artículo 274° del Código Penal, se trata de delitos de 
peligro abstracto y de mera actividad, en donde la sola conducta de 
conducir en estado de ebriedad configura el tipo, la misma que es 
corroborada fehacientemente con la prueba del dosaje etílico a fin de 
determinar el grado de alcohol en la sangre. 
Segunda: Debe tomarse en cuenta que los delitos de conducción en estado de 
ebriedad son ilícitos de mera actividad y de peligro abstracto, por lo 
que, no encontraremos un daño cierto, en otras palabras la comisión 
instantánea de este ilícito no genera ningún daño cierto. 
Tercera: Conforme lo establecido en el inciso 1 del artículo 2° del Código procesal 
penal, en los delitos de conducción en estado de ebriedad procede el 
principio de oportunidad, al tratarse de delito que no afecta gravemente 
el interés público. 
Cuarta: Conforme lo establece la ley para acogerse al principio de oportunidad el 
el imputado acepta la comisión del ilícito y acepta reparar los daños 
ocasionados por el delito, esto es, cuando cuente con posibilidades 
económicas de asumir el pago de una reparación civil a favor del 
agraviado, monto que puede fraccionarse hasta en nueve meses tal 
como lo establece el Art. 2° inciso 3 del Código Procesal Penal, en cuyo 
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caso el efecto será que el Fiscal se abstendrá de ejercitar la acción 
penal. 
Quinta: 	Los criterios establecidos por la Resolución N° 2508-2013-MP-FN. 
(2013) "Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad" 
(Normatividad Administrativa) para la determinación de la reparación civil 
en los delitos de conducción en estado de ebriedad, que establece 
montos tasados en función del grado de alcohol encontrado en la sangre 
del intervenido afecta el principio de jerarquía normativa, ya que 
contraviene lo estipulado en el artículo 93° de Código Penal, que fija la 
determinación de la reparación civil en base al daño causado por el 
delito, el empleo de estos criterios desconocen la previa determinación 
de un daño y peor aún las reales posibilidades del imputado, generan 
una grave afectación del derecho de defensa del imputado al no poder 
contradecirlos al no demostrar daño ni poder anteponer sus reales 
condiciones económicas. Por tanto, es cuestionable que la fiscalía exija 
un previo pago de una reparación civil que no encuentra sustento con 
dichos criterios, condicionando al imputado a aceptar el pago para 
abstenerse de ejercitar la acción penal o en todo caso no incoar un 
proceso inmediato, razones por las que consideramos que dicha 
normatividad administrativa debe ser modificada. 
Sexta: El pago de reparación civil exigido como requisito para acogerse al 
principio de oportunidad en los casos por delito de conducción en 
estado de ebriedad debe quedar suprimido, al no evidenciarse un daño 
material concreto, y estando a que los delitos de conducción en estado 
de ebriedad son delitos de mera actividad y peligro abstracto. 
Sétima: En los casos por delito de conducción en estado de ebriedad el Fiscal 
no debe exigir un pago de reparación civil en los delitos de conducción 
en estado de ebriedad, para que el imputado se acoja al principio de 
oportunidad. En todo caso deberá atender a otros criterios, como el 
carácter primario del agente, edad, actividad laboral, para decidir no 
incoar 	un 	proceso 	inmediato. 
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las 	ser 	judicial 
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ciones 	 en gran 
penalme parte en la 
nte 	 celeridad 
de 	la 
misma. 
En la mayoría, señalan. 
que las interrupciones de 
celeridad procesal se debe 
a una mala práctica de los 
operadores. más cuando 
ellos deben regirse a sus 
funciones para asegurar la 
efectiva realización de 
principios del nuevo 
código penal procesal. 
Sí, porque para su 
ejecución debe 
estar normado, 
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sociedad es la persona 
humano y lo que 
representa en un país. por 
lo que un conductor debe 
estar 	consciente 	al 
momento de subir y poner 
en marcha un vehículo. 
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país. 
No 	es Los 	En el El 
posible 	límites arco de despistaje 
establecer estableci un 	de 
una 	dos por operativ alcohol, 
adecuada 	ley se o 	en caso 
prueba en basa en policial, diera 
las personas función 	Se tiene positivo 
por 	la a como la 	se deberá 
diferencia 	el 	obligaci 	someter a 
que se halla organis 	ón que un 
por sexo, mo 	se haga examen de 
talla, etc. 	asimila el 	sangre en 
y 	despistaj la 
procesa e de institución 
el 	alcohol, pública 
alcohol, pudiend correspon 
las 	o exigir diente que 
pruebas 	que esté me 	sea 
solo son presente 	indicada 
referenci un fiscal encargada 
ales 	de la del 
legal ida 	operativo 












El negarse a pasar la 
prueba de alcolemia es 
más grave. que conducir 
en estado de ebriedad, 
recordando que negarse a 
pasar la prueba que mida 
el grado, porcentaje de 
alcohol, constituye un 
delito distinto que es de la 
resistencia a la autoridad 
tiene una pena máxima de 
cuatro años de ppl. por 
existir un delito flagrante 
podrán detenerse por un 
plazo máximo de 24 horas. 
lo que implicaría que te 
lleven la entidad policial 
más cercana e inicien una 
investigación penal. en 
estos supuestos dado que 
la pena supera los cuatro 
años, 	en 	principio 
transcurrido las 24 horas se 
dispondrá tu libertad y por 
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cuanta que la situación 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA: Br. Emily Maribel Terreros Julca. 
TÍTULO: El derecho a la Defensa y su relación en el delito de conducción en estado de ebriedad, en el distrito judicial de Huancayo, año 2016 
PROBLEMA PRINCIPAL OBJETIVO PRINCIPAL Derecho a la Defensa: 
DIMENSIONES INDICADORES ¿Cuál es la afectación del derecho a 
la defensa en relación al delito de 
conducción en estado de ebriedad, en 
el distrito judicial de Huancayo, año 
2016? 
Determinar si se afecta el derecho a la 
defensa en los delitos de conducción 
en estado de ebriedad en el distrito 
judicial Huancayo, año 2016? 
Derecho de defensa eficaz -Regulación Normativa 
-Reconocimiento Jurisprudencial 
Delito de Conducir en Estado de Ebriedad 
PROBLEMAS ESPECÍFICOS OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
DIMENSIONES INDICADORES 
Tratamiento Jurídico y procesal -Regulación Normativa 
-Proceso de Principio de Oportunidad 
-Proceso Inmediato (D. Lelg. 1194) 
Reparación 	Civil 	en 	el 	delito 	de 
Conducción en estado de ebriedad. 
-Regulación Normativa 
-Determinación del Monto y forma de 
pago de la reparación civil. 
¿Cuál es la afectación del derecho a 
la defensa eficaz en relación al delito 
de conducción en estado de ebriedad, 
en el distrito judicial de Huancayo, 
año 2016? 
¿Cuál es la afectación del derecho a 
la defensa en relación al tratamiento 
jurídico y procesal del delito de 
conducción en estado de ebriedad, en 
Determinar la afectación del derecho a 
la defensa eficaz en relación al delito 
de conducción en estado de ebriedad, 
en el distrito judicial de Huancayo, año 
2016. 
Determinar la afectación del derecho a 
la defensa en relación tratamiento 
jurídico y procesal en el delito de 
conducción en estado de ebriedad, en 
el distrito judicial de Huancayo, año 
ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN: Cualitativo 
DISEÑO: Teoría Fundamentada. 
PROCEDIMIENTOS METODOLÓGICOS DE INVESTIGACIÓN: 
Primero: Se iniciara determinando el problema de estudio, objetivos y 
justificación. 
Segundo: Construcción del marco teórico. 
Tercero: Formulación de hipótesis e instrumento 
Cuarto: Recolección de datos 
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el distrito judicial de Huancayo, año 
2016? 
¿Cuál es la afectación del derecho a 
la 	defensa 	en 	relación 	a 	la 
determinación del monto y pago de la 
reparación 	civil 	en 	el 	delito 	de 
conducción en estado de ebriedad, en 
el distrito judicial de Huancayo, 	año 
2016? 
2016. 
Determinar la afectación del derecho a 
la 	defensa 	en 	relación 	a 	la 
determinación del monto y pago de la 
reparación 	civil 	en 	el 	delito 	de 
conducción en estado de ebriedad, en 
el distrito judicial de Huancayo, 	año 
2016. 
Quinto: Tratamiento de los datos 
Sexto: Análisis de resultados 
Séptimo: Formulación de conclusiones y recomendaciones
Octavo: Redacción y presentación de Informe 
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